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Editorial

Otro año más celebramos el día internacional de la mujer, 8 de marzo, recordando como 
hicieron nuestras compañeras de la comisión de igualdad, lo mucho que queda por hacer 
para conseguir, debido a las barreas socio-económicas existentes, una plena igualdad 
entre mujeres y hombres. Este año, sin embargo y para no repetirnos y cansar más de lo 
debido a alguno de los cuatro o cinco lectores que aún nos deben quedar, nos gustaría 
llamar la atención en lo que SÍ se ha conseguido en este camino, y en los frutos y alegrías 
que nos ha proporcionado.

Así, este año judicial hemos podido celebrar haber conseguido por primera vez una pre-
sidenta del Tribunal Supremo y Consejo General de Poder Judicial, hemos aumentado 
exponencialmente el número de mujeres nombradas en cargos discrecionales, celebrando 
de paso el nombramiento como magistrada del Tribunal Supremo o presidenta de Sala 
de Tribunal Superior de Justicia de algunas de nuestras compañeras de asociación. Por 
ello podemos decir que tenemos hoy, gracias a un importante desarrollo legislativo y 
jurisprudencial, una carrera judicial cada vez más igualitaria, que necesariamente va a 
redundar en una sociedad cada vez más justa y solidaria que se centre en la protección 
de las personas y de los intereses de los más necesitados. Un camino en el que desde 
luego todavía quedan hitos por alcanzar, pero en el que, el trabajo de nuestras compa-
ñeras va a ser precioso, construyendo unas resoluciones judiciales, que lejos de anclarse 
en interpretaciones estereotipadas, sabrán aplicar la ley con perspectiva con el único 
objeto de “dar cada cual lo suyo” (lo que verdaderamente es suyo, apostillo).  

Y como no queremos dejar esta afirmación en estas pobres líneas que en vano tratan 
de llamarnos a todas a la épica, qué mejor prueba fáctica de ello, que una muestra de 
cuatro magníficas sentencias de nuestras compañeras, que, mostrando una sensibilidad 
precisa y adecuada a los hechos del caso, aplican la ley de manera eficaz y evitando 
tanto desigualdades como (y lo diremos sin miedo) injusticias. Así mismo, contamos con 
una resolución de la Sala Canaria, en la que se realiza de cara interpretar el concepto de 
familia monoparental, una interpretación con perspectiva de género, infancia y discapa-
cidad para determinar si es debido aumentar el complemento por la misma en materia 
de Ingreso Mínimo vital. También una del Social 15 de Madrid relativa a la prevención de 
riesgos laborales de una persona con discapacidad. Y dos sentencias del Juzgado Social 
2 de Girona; la primera que aplica, tras la revisión realizada por el la STS de 3 de abril de 
2024 en aplicación de la STEDH de 19-01-2023 STEDH (Domenech Aradilla e Inocencia) la 
norma relativa a la pensión de viudedad en el caso de parejas de hecho aplicando intereses 
moratorios, y la segunda, no carente de importancia, en donde aplica la doctrina huma-
nizadora del TS a la hora de estimar el cumplimiento del periodo de carencia específico. 

En cuanto a los artículos doctrinales, contamos con dos muy importantes de nuestros 
compañeros Miguel Falguera y Florentino Eguaras. El primero nos habla de del concepto 
y evolución de las mejoras voluntarias en nuestro derecho de las Seguridad Social para 
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reflexionar sobre inadecuación de la actual regulación de las mejoras voluntarias en el 
actual sistema constitucional, para acabar concluyendo que urge que el legislador de-
sarrolle las misma no limitándolo a los fondos y planes de pensiones, integrando en un 
solo texto normativo las normas actuales. 

El Segundo nos recuerda lo bueno que es la “discrepancia inteligente” y comenta de un 
modo crítico la Sentencia del TS de 14 de enero de 2025, recurso 5248/2023, haciendo 
una reflexión sobre la vigencia de la jurisprudencia de la Sala cuarta en materia de videovi-
gilancia en relación con las nuevas exigencias que aparecen en el texto de la L.O 3/2018.

Además, contamos con el contenido indispensable en materia de legislación, jurispru-
dencia y negociación colectiva, tan imprescindible para que estéis plenamente al día y 
adecuadamente situados en el tiempo y el espacio. Y para cuando ambos nos permitan 
apartar los ojos del derecho del Trabajo, y dejar de elucubrar, si quiera por un momento 
sobre el futuro de los tribunales de instancia o el pronóstico de lo que será el nuevo 
artículo 82. 5 LRJS, contamos una vez con un rincón de la Contracultura que nos pone 
otra vez de un modo magistral en nuestro sitio. Ayestarán y Stakanov dan un repaso a 
la última versión en peli del Conde de Montecristo (y de paso a la historia reciente del 
cine español), recordándonos que, más allá de las ideas, están, como decía el filósofo 
aludido en el párrafo anterior, los hechos (the facts) y estos, a veces, son irrefutables. En 
música, el maestro Roy Orbinson, la alternativa más delicatessen de la mano BJÖRK y 
en jazz experimental SMV (Clarke, Miller y Wooten) con “Thunder”

Buena lectura y feliz fin de marzo. 
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Reflexiones, a 

contracorriente, 

sobre las mejoras 

voluntarias de la 

seguridad social

1. LAS CONEXIONES (Y DESAJUSTES) ENTRE EL DERECHO 

CONTRACTUAL Y EL DE LA SEGURIDAD SOCIAL 

En la esfera iuslaboralista son frecuentes las intersecciones de sus vertientes contractual 
y prestacional lo que genera una extraña relación que, pese a su naturaleza simbiótica 
-puesto que una y otra se complementan-, no deja de conllevar problemas prácticos, en 
tanto que un mismo derecho puede ser analizado desde las dos perspectivas jurídicas, 
no siempre coincidentes. Surge así una especie de silenciosa y tácita competición entre 
ambas a fin de imponer sobre la otra su lógica interna, sin que el marco legal nos ofrezca 
siempre unas reglas claras de juego.

En esta particular competición la normativa de seguridad social se impone a veces por 
goleada. Un buen ejemplo lo hallaremos en materia de incapacidad temporal, supuesto 
en que la Ley Estatuto de los Trabajadores se limita -al margen de otra referencias pun-
tuales y accesorias–, a tipificarla como una causa de suspensión contractual, sin mayores 
concreciones. Para conocer qué se entiende por tal, su duración y régimen jurídico y las 
causas de extinción hay que acudir al Capítulo V del Título II LGSS (y otros variados y 
dispersos reglamentos, algunos de ellos prácticamente ignotos). 

En otros casos el derecho de la seguridad social gana por un resultado más ajustado, en 
tanto que la legislación contractual contraataca aportando contenidos sustantivos alter-
nativos, ausente en aquél. Ahí están las previsiones de la Ley Estatuto de los Trabajadores 
sobre la jubilación forzosa o, en especial, el singular marco regulatorio del contrato de 
relevo en su sincretismo con la jubilación parcial. Algo similar ocurre con la incapacidad 

ARTÍCULOS

Miquel Àngel Falguera Baró

Magistrado especialista TSJ Catalunya
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permanente, en tanto que la norma estatutaria, aunque subordinada también a la Ley 
General de la Seguridad Social, regula importantes cuestiones como la “suspensión” del 
vínculo laboral con reserva del puesto de trabajo en el caso lesiones no consolidadas 
y, por tanto, revisables, o la extinción contractual por calificación como total, absoluta 
y gran invalidez (previsión legal afectada por la reciente STJUE 18.01.2024 en el asunto 
Ca Na Negreta y pendiente de un cambio normativo). 

Pero también existen supuestos inversos; es decir, aquellos en que la regulación contrac-
tual triunfa nítidamente a la normativa prestacional. Valga como ejemplo el acrecimiento 
de la duración de la lactancia corresponsable y la reducción de jornada por cuidado de 
hijo afectado de cáncer u otras enfermedades graves, dónde la LGSS se limita a regular 
la prestación de sustitución de rentas por dichas causas, remitiendo al ET, lo que también 
sucede cuando la normativa de seguridad social concurre con la de prevención de riesgos 
laborales, al devenir esta última prioritaria en los supuestos de suspensión contractual 
en las situaciones de riesgo durante el embarazo y la lactancia. 

Sin embargo, hay situaciones en las que el resultado no está claro y se dilucida por una 
discutible decisión del árbitro, papel que juegan los órganos judiciales. Y creo que no 
incurro en el subjetivismo de un forofo al afirmar que en esos partidos tan disputados 
se tiende a primar la normativa prestacional (en lo que podríamos calificar como “vis 
atractiva del derecho de la seguridad social”). Un ejemplo de dicha tendencia emergió 
con el conocido y reciente debate judicial (finalmente resuelto por la STC 140/2024 y 
otras muchas posteriores) en relación a si la persona titular de una familia monoparen-
tal podía o no acumular el período correspondiente a la otra -inexistente- progenitora. 
La perspectiva de Sala Cuarta del Tribunal Supremo, negando el acrecimiento, fue la 
del derecho de la seguridad social, obviándose que éste es accesorio, en tanto que no 
es otra cosa que el reconocimiento legal de una compensación pública por la falta de 
ingresos derivados de una suspensión contractual regulada en la Ley Estatuto de los 
Trabajadores (una perspectiva que genera un problema añadido escasamente abordado 
en la práctica: la legitimación procesal de la empresa). Por el contrario, la Sala Tercera 
llegó a una conclusión opuesta, al situar su punto de análisis en el artículo 49 EBEP. Y 
esa dispar visión era en este caso relevante, teniendo en cuenta las notables diferencias 
que, según la doctrina constitucional, existen a la hora de efectuar el juicio de igualdad 
entre el ámbito contractual y el de la seguridad social.

Pero si hay un supuesto en el que el “árbitro” (incluyendo también la doctrina académica 
hegemónica) interviene en el partido en la forma más injusta y abusiva, favoreciendo al 
derecho de la seguridad social, es (en mi opinión de hincha del equipo contario) en la 
caracterización de las denominadas mejoras voluntarias de la seguridad social.

Echemos mano del VAR y analicemos jugadas polémicas que ponen en evidencia la de-
nunciada iniquidad de la decisión del réferi. Por ejemplo: el marco regulador de la pres-
cripción de las mejoras voluntarias, supuesto en que la jurisprudencia viene afirmando 
con reiteración y desde antiguo la plena aplicación del artículo 53.1 LGSS, descartándose 
acudir al régimen jurídico dimanante del art. 59 ET. En consecuencia, el reconocimiento del 
derecho a dichas mejoras se rige por un plazo de prescripción de cinco años (entre otras: 
STS 05.05.2004 -Rec. 391/2003-) y, en el caso que la misma haya sido ya reconocida se 
aplican los tres meses de caducidad del segundo párrafo del mentado art. 53.1 (por citar la 
más reciente: sentencia del Tribunal Supremo de 6 de febrero de 2025, Rcud. 5047/2022). 
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¿Qué pinta la seguridad en este tipo de pleitos? Aquello que se debate es un derecho 
surgido del ámbito contractual o convencional, no del prestacional, como se pone en 
evidencia si se tiene en cuenta que para modificar las cláusulas pactadas en el contrato 
el empleador deberá acudir al procedimiento de modificación sustancial de las condi-
ciones de trabajo del 41 de la Ley Estatuto de los Trabajadores (STS 19.03.2001, Rcud. 
1573/2000) y si lo que pretende es inaplicar las previsiones ad hoc del convenio ha de 
seguir los trámites legalmente previstos para ello, como expresamente se afirma en la 
letra g) del apartado 3 del artículo 82 de la norma estatutaria. Añádase que en el terreno 
procesal no rige en ningún momento la singular perspectiva de la seguridad social, en 
tanto que las partes son la empresa y la persona asalariada afectada, careciendo las 
entidades gestoras de legitimación pasiva. Es más, la reclamación sobre mejoras volun-
tarias puede acumularse con otras pretensiones de tipo salarial (STS 04.04.2006, Rcud. 
333/2005), y, sin embargo, no ocurrirá así si se pretende acumular una acción relativa 
a una prestación de seguridad social con la de la mejora voluntaria que de la misma se 
deriva (STS 14.07.1997, Rcud. 892/1996). Pues bien, si las mejoras voluntarias nacen 
de la esfera contractualista y en el ámbito procesal no son asimilables a los procesos de 
seguridad social ¿por qué aplicamos la normativa prestacional?

Para dar una respuesta cabal a ese interrogante habrá que analizar, en primer lugar, qué son 
las mejoras voluntarias para, posteriormente, estudiar cuál ha sido su origen y evolución.

2. DE QUÉ HABLAMOS AL REFERIRNOS A LAS MEJORAS 

VOLUNTARIAS

a. El marco legal vigente

En la actualidad la regulación de las mejoras voluntarias se halla (además del desarro-
llo reglamentario, al que luego se hará mención) en el Real Decreto Legislativo 8/2015, 
por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, que 
las contempla en varios preceptos en forma dispersa.  Con carácter incidental se hace 
mención a ellas en el artículo 76.3 (por el que se extiende a los organismos que las ad-
ministran de todas las exenciones tributarias y el resto de beneficios de los que gozan 
las entidades gestoras y servicios comunes), en la letra d) del artículo 147.2 (exenciones 
de cotización) y en la DT 3ª (en cuanto al régimen transitorio de los sistemas anteriores 
a la LGSS de 1966). Pero el núcleo esencial de la regulación se encuentra en la Sección 
1ª del Capítulo XVI del Título II, bajo el epígrafe de “mejoras voluntarias de la acción pro-
tectora del Régimen General”.

El articulo 238 incluye en ese enunciado dos supuestos específicos. Conforme al art. 241 
uno de ellos consiste en la posibilidad de establecimiento de cotizaciones adicionales 
derivadas del aumento de los tipos ordinarios de cotización, previa autorización “a ins-
tancias de los interesados”, cuyo destino es “la revalorización de las pensiones u otras 
prestaciones periódicas ya causadas y financiadas con cargo al mismo o para mejorar 
las futuras”. Cabe hacer especial mención a que esa posibilidad de mejora, pese a estar 
prevista ya en la Ley de Bases de Seguridad Social, no ha tenido jamás a lo largo de se-
senta años aplicación práctica, por lo que es ésa una praxis inexiste en nuestra realidad. 
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De esta forma la figura esencial en la materia la constituye la segunda posibilidad legal-
mente prevista, por tanto, la denominada “mejora directa de las prestaciones”, contem-
plada en los artículos 239 y 240. Conforme al primero de ellos “las empresas” pueden 
aplicarlas voluntariamente (ajustándose a los condicionantes legales) y “costeándolas a 
su exclusivo cargo” (aunque, con autorización del Ministerio del ramo, es posible que las 
personas trabajadoras hagan aportaciones económicas si voluntariamente así lo desean). 
Y en cuanto a los modos de gestión de dichas mejoras el artículo 240 hace mención a 
la propia empresa o a “la Administración de la Seguridad Social, fundaciones laborales, 
montepíos y mutualidades de previsión social o entidades aseguradoras de cualquier 
clase”, a lo que se añade una referencia a las exenciones y particularidades fiscales 
de las fundaciones laborales. Finalmente (art. 239.2), la ley contiene una cláusula de 
intangibilidad de las prestaciones periódicas derivadas que las personas beneficiarias 
estén gozando, debiéndose, en caso de pretenderse anularlas o disminuirlas, acudir a la 
aplicación de “las normas que regulan su reconocimiento”. 

Al contenido de los artículos 238 a 241 LGSS debe sumarse la referencia general del 
artículo 43 de la misma norma, en el que se indica que la acción protectora del sistema 
de seguridad social en su nivel contributivo puede ser “mejorada voluntariamente en la 
forma y condiciones que se establezcan en las normas reguladoras del Régimen General 
y de los Regímenes Especiales” (pese a que LGSS sólo hace mención a las mejoras en 
el primero de ellos). 

No deja de llamar la atención que la ley nada diga de la posibilidad de plasmar dichas 
mejoras a través de la negociación colectiva (al limitarlo únicamente a su carácter volun-
tario por las empresas). A lo que cabe añadir que el citado artículo 43 afirma en forma 
categórica que, salvo los dos tipos referidos, la seguridad social no puede ser objeto de 
“contratación colectiva”. Ello aboca a un inevitable interrogante: ¿cómo es posible que 
la Ley General de la Seguridad Social no contenga referencia alguna a la negociación 
colectiva, cuando es notorio que en general las mejoras voluntarias surgen de la misma? 
La respuesta se encuentra en la evolución histórica de la figura, que luego analizaremos.

En todo caso, parece evidente que nos hallamos ante una regulación escueta, indeter-
minada y contradictoria, que sitúa al lector ante múltiples dudas, destacando entre ellas 
en forma destacada la determinación del propio concepto de “mejora voluntaria”, lo que 
aboca a preguntarse si todas las cláusulas contractuales o convencionales de acreci-
miento de la acción protectora pública tienen la naturaleza de mejora voluntaria. 

Podría pensarse que esa indeterminación conceptual en la legislación de seguridad so-
cial obedece a una delegación en la contractual, puesto que ahí radica el origen de las 
mejoras voluntarias. Pero ocurre que la Ley Estatuto de los Trabajadores apenas las 
contempla. Salvo la ya citada concreta mención del artículo 82.3, sólo hallaremos una 
referencia indirecta en el artículo 20.4, al preverse en el mismo la suspensión “de los 
derechos económicos que pudieran existir a cargo del empresario” en materia de inca-
pacidad temporal en el caso de que la persona trabajadora se niegue al reconocimiento 
médico instado por aquél. Por tanto, en la legislación contractual tampoco se nos dice 
qué hay que entender por mejoras voluntarias.

Es significativo que el EBEP en las letras e) y g) de su artículo 37.1 no utilice en ningún 
momento la expresión “mejoras voluntarias” en relación a los posibles contenidos en 
los acuerdos colectivos “en su ámbito respectivo” (pese a la progresiva integración del 
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empleo público, incluso funcionarial, en la seguridad social), diferenciando entre “planes 
de Previsión Social Complementaria” y “criterios generales para la determinación de 
prestaciones sociales”.

Ocurre, empero, que paradójicamente sí han existido definiciones de qué debe enten-
derse por tal. Y, significativamente, dichas definiciones han surgido en el terreno de las 
normas reguladoras de los actos de cotización a la seguridad social. Repasemos un poco 
la evolución histórica, en la medida en que de ella se desprende que el propio legislador 
ha tenido tradicionalmente dudas respecto al concepto de mejoras voluntarias. 

Con la instauración del sistema de cotización por salario con la Ley 24/1972 (con la 
consiguiente supresión del modelo topado por grupos), se vino a regular el carácter no 
cotizable de “las prestaciones de la seguridad social y sus mejoras”, en un redactado que 
se mantuvo inalterado tanto en el artículo 109.2 f) de la LGSS de 1974 como en el artículo 
23 del Real Decreto 2064/1995 (el Reglamento General sobre Cotización). 

Pero, en 1987 se publica la regulación de los fondos y planes de pensiones. Y ahí em-
pieza a emerger alguna duda. Resulta sintomático al respecto que cuando la Dirección 
General de Ordenación Jurídica y Entidades Colaboradoras de la seguridad social tuvo 
que determinar la naturaleza jurídica de los planes de pensiones a efectos de cotiza-
ción, en su resolución de 18 de junio de 1991, llegó a la conclusión que las aportaciones 
empresariales estaban exentas, al equipararlas a las cotizaciones adicionales (tipo de 
mejora voluntaria hoy desaparecido). Sin embargo, parece que poco tiempo después 
-en concreto, en el año 1997- el legislador tuvo dudas sobre esa general exoneración, 
lo que dio lugar a que en la Ley 13/1996 se modificase el texto de la entonces vigente 
Ley General de la Seguridad Social, remitiendo a un desarrollo reglamentario, que se 
concretó con el RD 1426/1997. Y en el mismo se contenía una específica regulación de 
las mejoras voluntarias –manteniéndose la exclusión de cotización- del siguiente tenor 
literal: “las percepciones entregadas directamente por las empresas a los trabajadores o 
asimilados así como las aportaciones efectuadas por aquéllas a que se refiere el artículo 
193 de la Ley General de la seguridad social, siempre que el beneficio obtenido por el 
interesado suponga un complemento de la percepción que le otorga el sistema de la 
seguridad social en su modalidad contributiva”. Si se tiene en cuenta que dicho artículo 
193 se refería a las contribuciones efectuadas “a la Administración de la seguridad so-
cial, fundaciones laborales, montepíos y mutualidades de previsión social o entidades 
aseguradoras de cualquier clase” parecía evidente que la exoneración -y, por tanto, la 
definición- se limitaba al pago directo por la empresa, al supuesto legal de incremento 
de tipos de bases de cotización -entonces vigente- o de tipos de cotización -que, como 
se ha dicho, jamás han tenido una plasmación práctica- y a las cuotas o aportaciones a 
entidades aseguradoras. Posteriormente el RD 1890/1999 introdujo en el texto del men-
tado artículo 23 del reglamento una mención expresa a “los planes de pensiones y a los 
sistemas de previsión social complementaria de sus trabajadores”. 

Pero es con RD 335/2004 en el que en forma más concreta y extensa se define a las mejo-
ras voluntarias (lo que se mantiene en los RD 1041/2005 y 328/2009), en la forma siguiente: 

“Se consideran mejoras de las prestaciones de la Seguridad Social las cantidades 
dinerarias entregadas directamente por los empresarios a sus trabajadores o asimi-
lados, así como las aportaciones efectuadas por aquéllos a los planes de pensiones 
y a los sistemas de previsión social complementaria de sus trabajadores, a que se 
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refieren los artículos 192 y 193 del texto refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, siempre que el beneficio obtenido o que pudiera llegar a obtenerse por el 
interesado suponga una ampliación o complemento de las prestaciones económi-
cas otorgadas por el Régimen General de la Seguridad Social en el que se hallen 
incluidos dichos trabajadores.

Únicamente podrán tener la consideración de mejoras de las prestaciones econó-
micas de jubilación, incapacidad permanente y muerte y supervivencia otorgadas 
por dicho Régimen General de la Seguridad Social las aportaciones efectuadas por 
los empresarios a planes de pensiones y a la financiación de las primas de contratos 
de seguro, destinadas a satisfacer los compromisos por pensiones derivados de las 
citadas contingencias y asumidos con el personal de la empresa.

No obstante, las ayudas y demás cantidades dinerarias por gastos sanitarios en-
tregadas por las empresas a sus trabajadores o asimilados deberán incluirse en la 
correspondiente base de cotización, complementen o no prestaciones contributivas 
o no contributivas del sistema de la Seguridad Social”

Sin embargo, con las políticas de austeridad impuestas a principios de la segunda década 
de este siglo para hacer frente a la crisis económica, dicha definición desapareció tras 
el RDL 16/2013 (y el posterior RD 637/2014), en forma tal que actualmente sólo tienen 
la condición de no cotizable “las mejoras de las prestaciones por incapacidad temporal 
concedidas por las empresas” (art. 147.2 d) LGSS), mientras que sí se integran en las 
bases de cotización las primas o cuotas de seguros y las contribuciones efectuadas a 
los fondos de pensiones. Por tanto, aquella extensa definición ya no está en vigor.

En consecuencia, en la actualidad ni la Ley General de la seguridad social, ni el Regla-
mento de cotización, ni la Ley Estatuto de los Trabajadores definen qué debe entenderse 
por “mejora voluntaria”. Sin embargo, si accedemos a la jurisprudencia y a las opiniones 
doctrinales podremos comprobar cómo en forma abrumadoramente mayoritaria se ha 
optado por una integración en el concepto de todas las cláusulas convencionales o 
contractuales que conlleven acrecimiento del régimen de prestaciones previstas en el 
vigente Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre. Y no sólo eso: a todas esas 
mejoras se les ha aplicado, como ya se ha visto y se insistirá posteriormente, la lógica 
jurídica derivada del mismo. Pero ocurre que esa interpretación expansiva incluye reali-
dades muy diversas.

b. Una visión empírica de la realidad concurrente en la materia

Para saber de qué estamos hablando hay que descender a la realidad práctica, lo que 
aboca, en primer lugar, a un análisis del panorama convencional. Pues bien, el contenido 
de nuestros convenios colectivos pone en evidencia que la negociación colectiva desde 
hace muchos años ha ido incluyendo progresivamente contenidos relativos a la protec-
ción social en variada índole (lo que, como se ha dicho, se antoja contradictorio con un 
marco legal que sólo hace mención a la “voluntad” de las empresas). En el análisis de las 
cláusulas típicas cobran especial importancia los complementos retributivos en situacio-
nes de incapacidad temporal que, conforme al Anuario de Estadísticas Laborales, fueron 
integrados en 2023 (con diferenciados modelos de cobertura) en casi el noventa por 
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ciento de los convenios firmados en ese período. Y a ello cabe sumar que la experiencia 
pone en evidencia que también son relativamente frecuentes las normas colectivas que 
aseguran mejoras a cargo de la empresa e las prestaciones por nacimiento y cuidado de 
menor o la ampliación de su duración -especialmente, en el sector público-. Y, asimismo, 
como es notorio están muy extendidas las cláusulas que imponen la obligación empre-
sarial de suscribir pólizas de seguros colectivos para los supuestos de incapacidades 
permanentes y muerte. 

Más junto a esos contenidos de los convenios existen otros supuestos diversos que judi-
cialmente se han integrado dentro de la esfera de las mejoras voluntarias. Así, forzoso es 
hacer pensión a la existencia ya apuntada de los planes de pensiones. Como también son 
frecuentes los pronunciamientos judiciales en los que se integran dentro del concepto de 
mejoras voluntarias cláusulas surgidas de la negociación colectiva en general (a menudo 
vinculadas con despidos colectivos) o, en menor medida, derivadas del contrato. Por 
citar algunos ejemplos: asistencia sanitaria o complementos a cargo de la empresa (en 
forma directa o mediante un contrato de seguro) por desempleo, jubilación anticipada, 
prejubilaciones, incapacidad permanente, muerte y supervivencia, etc.

El somero análisis de ese catálogo de situaciones pone en evidencia que nos hallamos 
ante un panorama muy diverso de realidades, que, no tienen un nexo común -puesto 
que sus fuentes generadoras son distintas- cuya relación con el sistema de seguridad 
social no es homogénea: poco tienen que ver los complementos por incapacidad tem-
poral pactado en convenio con los vitalicios en prejubilaciones derivados de un acuerdo 
en un despido colectivo. Sin embargo, todas esas situaciones se rigen, conforme a la 
jurisprudencia, por los artículos 238 a 241 LGSS, lo que en mi opinión carece sentido. 

c. La necesaria diferenciación de supuestos

En primer lugar, sitúo mi disenso con esa integración ecuménica de las diversas realida-
des concurrentes en el plano constitucional, puesto que la opinión mayoritaria no parece 
adecuarse en mi opinión con el artículo 41 CE que diferencia entre el sistema público y 
obligatorio y la protección social complementaria (“libre”), ajena al mismo. Una cosa son 
las mejoras de la acción protectora de la seguridad social y otra, distinta, la “asistencia y 
prestaciones complementarias”. Cabe diferir de ello que la disimilitud entre ambos niveles 
de cobertura pivota sobre dos ejes. El primero se imbrica en el nexo de funcionalidad (por 
tanto, la existencia o no de una conexión directa con el sistema público de seguridad social); 
el segundo, consiste en la responsabilidad del pago (esto es, quién asume los costes). Esa 
doble caracterización ha sido expresamente contemplada por la doctrina constitucional 
indicando que de nuestra Carta Magna se deriva “una necesaria separación entre el régi-
men público de la seguridad social y las prestaciones complementarias «libres» basadas 
en una lógica contractual privada y, en consecuencia, financiables en principio con fondos 
privados y a cargo de los asegurados” (STC 208/1988).

Volvamos de nuevo al marco legal. Como se ha visto, el artículo 43.1 LGSS se limita a 
permitir la mejora voluntaria “de la acción protectora que el sistema de la seguridad social” 
de los sujetos comprendidos en su campo de aplicación “en la forma y condiciones que 
se establezcan en las normas reguladoras del Régimen General y de los regímenes espe-
ciales”, sin mayores consideraciones. Ante un redactado tan genérico hay que acudir al 

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 M

A
R

Z
O

 2
0

2
5

11



artículo 239 de la misma norma, que contempla la posibilidad que las empresas puedan 
mejorar “directamente” las prestaciones “de este Régimen General”, añadiendo que su 
coste es “exclusivo” de las mismas. Se reclama, por tanto, la concurrencia de un nexo 
directo con el elenco de prestaciones de la acción protectora del sistema que no son 
otras que las tipificadas en el artículo 42, en forma tal que la enumeración de supuestos 
allá contenida “establece y limita el ámbito de extensión posible del Régimen General y 
de los especiales de la seguridad social, así como de las prestaciones no contributivas”. 
Y aunque el apartado 4 de este último artículo permite también la ampliación de la acción 
protectora a otras prestaciones, éstas deben tener forzosamente un “carácter público” 
(lo que, obviamente, no ocurre en el caso de mejoras voluntarias). Por tanto, de la carac-
terización legal se derivan de nuevo los dos requisitos caracterizadores expuestos: a) la 
ampliación del nivel de cobertura del régimen de prestaciones del sistema en forma directa 
por la empresa; y b) la asunción también por la empresa del coste que ello comporte. 

Pues bien, por lo que hace a la conexión con el sistema de seguridad social, cabe dis-
tinguir  de un lado entre las previsiones contractuales y convencionales que, partiendo 
del sistema de acción protectora pública y de su propio marco jurídico, incrementan los 
derechos legalmente contemplados (que son propiamente “mejoras voluntarias”, con los 
complementos de incapacidad temporal como paradigma) y de otro, aquellos supuestos, 
carentes de relación directa con el régimen de seguridad social, en los que se reconoce 
una cobertura paralela de las prestaciones reguladas en el sistema, pero sin conexión 
inmediata con el mismo (lo que se imbrica en el sistema “complementario” del artículo 41 
CE). Para clarificar dicha diferenciación baste un simple ejemplo: es perfectamente posible 
que una persona trabajadora no tenga derecho a una pensión de jubilación, incapacidad 
permanente, viudedad u orfandad, por falta de carencia u otra causa, pero ello no impide 
que esa misma persona puede percibir, cuando se actualice el riesgo, una pensión o la 
capitalización de un fondo de pensiones de empleo. Como también es posible que quién 
no pueda acceder a una prestación de la seguridad social en caso de invalidez o muerte 
y supervivencia pueda lucrar una indemnización por dichos hechos causantes. En estos 
casos difícilmente puede afirmarse que hay mejora voluntaria de prestación alguna, como 
reclama el art. 239 LGSS, puesto que ésta no existe. Sin embargo, si la persona traba-
jadora en situación de incapacidad temporal por enfermedad común no tiene derecho 
a la prestación pública por no reunir la suficiente carencia, difícilmente podrá percibir el 
complemento previsto en el convenio, salvo expresa previsión ad hoc.

Ahondan en ello las recomendaciones del Pacto de Toledo -que, como es notorio, ha 
inspirado todas nuestra legislación de seguridad social y los constantes cambios que 
ésta ha sufrido en los últimos treinta años- y su conocida referencia a los “tres pilares”: 
el asistencial, el contributivo y el complementario. En este último caso la comisión parla-
mentaria de seguimiento ha ido haciendo una constante referencia a la importancia que 
la negociación colectiva tiene en su desarrollo con una reiterada referencia a los fondos 
de pensiones y otras vías de aseguramiento, como ejemplo de articulación del tercer 
pilar. Por tanto, la integración doctrinal, aunque sea en forma indirecta y/o dogmática, 
de cualquier mejora voluntaria en el nivel contributivo, obvia que buena parte de las 
cláusulas resultantes no son otra cosa que protección social complementaria, integrada 
en el tercer pilar.  

Y respecto al segundo criterio señalado -la vía de financiación-, ocurre que en lo que 
acabo de caracterizar como “mejoras voluntarias” es en general la empresa la responsable 
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directa del pago, mientras que en la protección social complementaria aquélla tiene la 
condición de tomadora de seguro y la responsabilidad de pago -con los límites previstos 
en la póliza- corresponderá a la aseguradora, salvo incumplimiento de la obligación de 
aseguramiento o el impago de primas.  

En aplicación de estos criterios emerge una primera conclusión: los planes de pensio-
nes no son mejoras voluntarias; por tanto, no rige el primer inciso del art. 41 de nuestra 
Constitución, sino el segundo (“asistencia y prestaciones complementarias”). Denótese 
al respecto cómo el sistema de complemento de pensiones basado en fondos internos 
(especialmente en el sector bancario) anterior a la forzosa externalización impuesta por el 
RD 1588/1999 (en desarrollo de la Directiva 80/1987 con el antecedente de la Ley 66/1997 
y la Ley 30/1995) podía ser hipotéticamente considerado como una mejora voluntaria de 
las prestaciones de incapacidad permanente, jubilación y muerte (aunque no cabe obviar 
que también podían concurrir aportaciones de las personas trabajadoras). Sin embargo, 
cuando dichos fondos internos desaparecen por mandato legal y son, en su mayoría, 
derivados a los fondos y planes de pensiones ya no nos hallamos ante una mejora de la 
seguridad social, en tanto que la pensión o capitalización se aparta del sistema público, 
rigiéndose por reglas propias basadas en el derecho de seguros. Así se establece en 
forma expresa en el artículo 1.2 del Real Decreto Legislativo 1/2002, conforme al cual 
las prestaciones de dichos fondos “no serán, en ningún caso, sustitutivas de las precep-
tivas en el régimen correspondiente de la seguridad social, teniendo, en consecuencia, 
carácter privado y complementario o no de aquéllas”. Y, aunque ciertamente conforme 
al artículo 8.6 de esa norma, el riesgo cubierto en estos casos coincide plenamente con 
las prestaciones de la seguridad social, esa remisión normativa se limita únicamente a la 
definición (con la excepción de las situaciones de dependencia severa o gran dependen-
cia que –insólitamente- no forman parte de la seguridad social-). No concurre, por tanto, 
un nexo condicionante con las prestaciones del sistema, por lo que no nos hallamos 
ante una mejora directa por la empresa de las mismas. Una lógica que se refuerza si se 
tiene en cuenta que, conforme al artículo 8.8 de la misma norma los partícipes pueden 
lucrar los derechos consolidados, en determinadas situaciones, de cumplirse concretos 
requisitos, sin que el hecho causante haya acaecido.

Ítem más: aunque hipotéticamente se alcanzara la conclusión que los planes de pensiones 
son mejoras voluntarias, no cabe obviar que no nos hallamos ante una realidad autónoma, 
sino que están intrínsecamente vinculados con el fondo correspondiente, constituyendo 
este último una institución “instrumental para el cumplimiento de los fines de la otra -el 
Plan- y regida por los principios propios de la gestión de una masa patrimonial separada”, 
como afirmaba la STC 206/1997, de 27 de noviembre. Y en dicho pronunciamiento se 
añadía que, de considerarse que son mejoras voluntarias, dicha condición “puede pre-
dicarse de la mejora misma, no de los instrumentos técnicos para hacerla posible, que 
son independientes de aquélla, intercambiables en hipótesis por otros, y susceptibles 
-como sucede en este caso- de servir a finalidades muy diferentes. Por todo ello, no 
puede utilizarse su virtualidad como instrumentos de mejoras voluntarias de prestaciones 
de la seguridad social, para alterar un régimen jurídico contemplado como autosuficiente 
y autónomo respecto de aquéllas”. 

Los planes de pensiones no son, en definitiva, más que una modalidad de ahorro arti-
culado a través de un seguro sui generis y que, en el caso de la modalidad de empleo, 
son sufragados con parte de los costes salariales que la empresa abona a la persona 
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asalariada por su prestación laboral (con independencia de las posibles aportaciones 
de aquélla) con efectos diferidos, como se constataba en la exposición de motivos del 
texto original de la Ley 8/1987 (y posteriormente reiterada en normas posteriores que la 
han modificado, como, por ejemplo, la Ley 12/2022). Y es ése también el criterio fijado 
en su momento por el Tribunal Constitucional que, en su ya citada sentencia 207/1997, 
vino a afirmar que “se trata de un instrumento de aseguramiento que, en la primera de 
sus modalidades, garantiza un “salario” diferido y, por lo tanto, de una forma de ahorro. 
Es verdad que no pueden ser caracterizados como contrato de seguro típico por la falta 
de uno de los elementos personales definitorios de esta clase de contratos, como es el 
asegurador, pero en la medida en que con ellos se persigue garantizar una prestación 
cuando se produzcan determinadas contingencias, responden a la idea básica de todo 
contrato de seguro porque garantizan un desplazamiento patrimonial en favor del benefi-
ciario cuando acontezca el suceso contingente.  Está en ellos presente la idea de riesgo, 
en el sentido técnico-jurídico de esta expresión, porque se trata de “asegurar” aquel 
desplazamiento cuando ocurra el hecho previsto como contingencia, determinante del 
nacimiento de una necesidad patrimonial (jubilación, invalidez, muerte)”. 

En consecuencia, la empresa se hace cargo de las aportaciones periódicas correspon-
dientes, junto, en su caso, con la aportación de la persona trabajadora, que se integra 
en el fondo “ad hoc”, garantizando la percepción del correspondiente capital aportado 
cuando el hecho causante tiene lugar. Si bien se observa puede comprobarse como, 
en definitiva, los planes de empleo no difieren de los individuales o asociados, ni de la 
nueva versión de los simplificados (o, incluso, de los denominados planes de jubilación): 
la única diferencia es que el promotor es la empresa. En esas condiciones difícilmente 
puede alcanzarse la conclusión que concurre nexo directo alguno con el régimen de pres-
taciones de la seguridad social, puesto que la prestación que se deriva es independiente 
de la integración del beneficiario en el nivel contributivo. 

Algo similar ocurre con las indemnizaciones por incapacidad permanente o muerte, tam-
bién muy frecuentes como ya se indicado en nuestro panorama convencional, y que tam-
bién han de ser garantizadas en la actualidad a través del correspondiente aseguramiento 
colectivo. En mi opinión en este supuesto tampoco nos hallamos ante mejora voluntaria 
alguna, sino ante un mecanismo asegurador de previsión ante determinados infortunios. 
En primer lugar, resulta dudoso que la indemnización resultante corra al exclusivo cargo 
de la empresa, puesto que, conforme a la normativa civil, la suscripción de un contrato 
de seguro conlleva una novación subjetiva, desplazándose la responsabilidad de la em-
presa como deudora inicial a un tercero (la entidad aseguradora), a cambio del pago de 
la prima correspondiente, siendo aquél el responsable del pago (véase, en relación a 
un compromiso de prejubilación, la STS UD 12.12. 2016 -Rec. 1514/2015-), por lo que 
difícilmente puede alcanzarse la conclusión que la empresa coste la indemnización “a 
su exclusivo cargo”. Pero es que, aunque aceptáramos que con el pago de cuotas sí se 
da por cumplido dicho requisito no es apreciable un nexo directo alguno con las pres-
taciones de la seguridad social, que exige el art. 239 LGSS, en tanto que -con la única 
salvedad de muerte de accidente de trabajo o enfermedad profesional prevista en el art. 
227 LGSS-, la prestación pública derivada de esos hechos causantes es una pensión 
(invalidez o muerte y supervivencia) y no, una indemnización. 

Por motivos similares idéntica conclusión hay que alcanzar en el caso de seguros de 
pensiones.
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En realidad, en estos casos aquello que concurre en la actualidad no es otra cosa que la 
obligación empresarial de suscribir un contrato de seguro de accidente o de pensiones 
o la adscripción a un plan de pensiones de empleo que cubra el correspondiente riesgo, 
por lo que resulta del todo ajeno al modelo contributivo que caracteriza la seguridad 
social. Obsérvese cómo un seguro de accidentes puede ser suscrito -en el estricto 
campo del derecho civil- por cualquier persona trabajadora (el riesgo cubierto no es 
la responsabilidad contractual de la empresa por accidente de trabajo o enfermedad 
profesional), como también acaece con la posibilidad de la suscripción personal en un 
plan de pensiones individual. Lo que ocurre es las cuotas son pagadas por el emplea-
dor y, precisamente por ello, tienen la condición de salario a efectos de cotización o 
cuantificación de la indemnización por extinción contractual tras la ya analizada modifi-
cación del RD 2064/1995, tal y como ha señalado la doctrina casacional con reiteración 
(SSTS UD 2.10.2013 -Rec. 1297/2012-m 03.05.2017 -Rec. 385/2015-, 27.06.2017 - Rec. 
1008/2006-, etc.). No se me escapa que la jurisprudencia también ha venido afirmando 
que cuando se percibe la indemnización, la pensión o la capitalización nos hallamos 
ante una mejora voluntaria. Una conclusión que se me antoja una contradicción: si las 
cuotas son salario quién las paga en realidad es el trabajador y la empresa no tiene más 
papel que la de ser un simple intermediario.

Todo ello conlleva que la naturaleza jurídica de los planes de pensiones y de los contratos 
de seguros por riesgo laboral y de pensiones sea la del nivel estrictamente complemen-
tario y no, la de mejora voluntaria. Esa conclusión se refuerza indirectamente de la propia 
doctrina casacional que, desde antiguo, ha venido observando que las definiciones de 
los riesgos y contingencias cubiertos han de ser los expresamente previstos en la póliza, 
salvo casos de silencio u oscuridad, supuesto en el que hay que acudir con carácter 
subsidiario al derecho de la seguridad social (vid, entre otras, STS UD 15.03.2002 -Rec. 
4633/2000-), con independencia de la posible responsabilidad empresarial por inade-
cuación de aquella con la concreta cláusula convencional. No está de más, por otra 
parte, recordar al respecto que en casos de accidentes de trabajo la OIT diferencia entre 
prestaciones de la seguridad social -convenio 102- e indemnizaciones por accidente de 
trabajo en el convenio 17 (sin que esa dualidad se vea afectado por el convenio 127). 

No se me escapa que a esa conclusión personal puede oponerse dos objeciones legales. 

La primera la hallaremos en el art. 240.1 LGSS, que permite la externalización de las 
mejoras voluntarias “a través de la Administración de la seguridad social, fundaciones 
laborales, montepíos y mutualidades de previsión social o entidades aseguradoras de 
cualquier clase”. Sin embargo, cabe observar que dicha redacción proviene, como ve-
remos, en forma directa de la Ley de Bases de 1963 y del artículo 183 de la LGSS 1966, 
sin que sustancialmente concurran diferencias significativas con el texto actual, más allá 
de la desaparición de las bases mejoradas. Y en aquellos momentos -como también 
durante el resto de la década de los sesenta- eran frecuente que el nivel complementario 
se articulara a través de las mutualidades laborales, hoy prácticamente extintas -salvo 
alguna particularidad en el empleo público-. Cierto es que también se hace mención a 
“entidades aseguradoras de cualquier clase”. Pero es que, aunque se opte por una her-
menéutica amplia -en base a que, en definitiva, es la empresa quién paga las primas-, 
el hecho cierto es que en estos supuestos la prestación o indemnización ad hoc nada 
tiene que ver con el derecho de la seguridad social, sino que se rige por el de seguros.
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El segundo posible óbice que podría objetarse a mis conclusiones reside en la letra q) 
del art 2 LRJS, atribuyendo a la jurisdicción social la competencia de aquellos pleitos 
que versen sobre “la aplicación de los sistemas de mejoras de la acción protectora de la 
seguridad social, incluidos los planes de pensiones y contratos de seguro, siempre que 
su causa derive de una decisión unilateral del empresario, un contrato de trabajo o un 
convenio, pacto o acuerdo colectivo; así como de los complementos de prestaciones 
o de las indemnizaciones, especialmente en los supuestos de accidentes de trabajo o 
enfermedad profesional, que pudieran establecerse por las Administraciones públicas a 
favor de cualquier beneficiario”. Pese a que de una lectura inicial podría colegirse que 
el precepto está equiparando las mejoras voluntarias con los planes de pensiones y los 
contratos de seguros, denótese como dicho redactado lo que hace es encomendar al 
orden social las mejoras voluntarias y la referencia a la “inclusión” se sitúa en el orden 
procesal y en el tipo específicamente contemplado en el precepto. Si dichos planes de 
pensiones y contratos de seguro fueran en la “mens legis” “mejoras voluntarias” no ha-
bría sido necesario que el precepto contuviera referencia alguna expresa a los mismos.  

Las previas reflexiones no conllevan negar la existencia de mejoras voluntarias: sí las hay 
cuando a cargo de la empresa mejora en forma directiva y a su cargo las prestaciones 
reconocidas en el sistema. El supuesto paradigmático al respecto lo hallaremos en los 
complementos retributivos de la prestación de incapacidad temporal o las cláusulas de 
mejoramiento de las garantías públicas derivadas de la suspensión contractual por naci-
miento y cuidado de menor (en especial, la ampliación de su duración) que sí tienen la con-
dición de mejora voluntaria, en tanto que en estos casos existe un acrecimiento directo y a 
expensas de la empresa de las prestaciones integradas en la seguridad social. Otra cosa, 
distinta, es si su naturaleza se sitúa en el ámbito de aquella o en el contractual, aspecto 
que abordaré a continuación, lo que obliga a un análisis inicial de la evolución histórica.

3. ¿DE DÓNDE SURGEN LAS MEJORAS VOLUNTARIAS? 

a. La evolución de los seguros sociales, las mutualidades  

y el Decreto 56/1963

La respuesta al porqué predomina el derecho a la seguridad social en esta materia la 
hallaremos, como casi siempre, en la evolución histórica (y permítanme aquí una reflexión 
adicional: aunque nuestra disciplina tiene ya más de un siglo a sus espaldas omitimos 
en muchas ocasiones la perspectiva histórica que nos permitiría una mejor comprensión 
de nuestras certezas actuales).

Hasta la instauración de los sistemas de seguridad social, los mecanismos de previsión 
social mantuvieron una compleja dualidad conformadora al oscilar, por un lado, entre el 
aseguramiento forzoso y el voluntario y, por otro, entre su carácter público o privado (un 
dimorfismo generalizado en prácticamente todos los países). Dicha duplicidad puede ob-
servarse en la Ley de Accidentes de Trabajo de 1900, la Ley de 27 de febrero de 1908, por 
la que se creó el Instituto Nacional de Previsión (INP), la instauración del Retiro Obrero en 
1921, la extensa regulación surgida en la materia durante la Segunda República (en cuya 
Constitución hay que buscar el precedente originario de la seguridad social) y la normativa 
franquista que extendió el sistema de seguros sociales (SOVI, enfermedad y desempleo). 
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En la mayor parte de dicha legislación se preveía que, al margen del sistema de presta-
ciones públicas, resultaba posible el establecimiento de complementos adicionales.

No se trata aquí obviamente de hacer un análisis pormenorizado de la evolución histó-
rica de nuestro sistema de previsión social, al limitarse nuestras reflexiones al ámbito de 
las mejoras voluntarias. Pues bien, aunque las mismas aparecen formalmente, como se 
verá, en la Ley de Bases de la Seguridad Social, es imprescindible reflexionar sobre sus 
precedentes inmediatos a fin de comprender cabalmente porqué surgieron. Y el punto 
de partida necesario cabe buscarlo en las mutualidades laborales, creadas por la Ley 
de 6 de diciembre de 1941.

En efecto, ocurría que las prestaciones de la mayor parte de los seguros sociales ges-
tionados por el Instituto Nacional de Previsión eran de cuantía fija (no así en el caso de 
contingencias profesionales y seguro de enfermedad) lo que conllevaba en muchos ca-
sos una evidente disfunción con el salario real. Y es en ese contexto en que se crean las 
mutualidades laborales como un régimen adicional de mejora vinculado en forma más 
o menos proporcional con el salario. Su naturaleza inicial fue la de un aseguramiento 
empresarial voluntario para la cobertura complementaria y privada de determinadas pres-
taciones, integrando en una única regulación específica los añejos montepíos benéficos, 
las “cajas de empresa” y los seguros privados de previsión social, que habían proliferado 
en años anteriores. No se trataba, en principio, de ninguna novedad, puesto que ya desde 
la instauración del Retiro Obrero resultaba posible la sustitución o el complemento de 
pensiones públicas a través del aseguramiento privado.  

Sin embargo, la inicial naturaleza voluntaria de las mutualidades (no así su carácter privado 
o semipúblico) acabó en la práctica desapareciendo poco después con la promulgación 
de sucesivas Reglamentaciones sectoriales (dictadas por el Ministerio del ramo, que vi-
nieron a sustituir las bases de trabajo y los pactos colectivos alcanzados entre patronal y 
sindicatos durante el período republicano, con el antecedente del Código del Trabajo de 
perspectiva corporativa) que sustituyeron la autonomía colectiva por la heteronomía en 
la fijación de las condiciones laborales. En muchos de dichos reglamentos se preveía la 
constitución forzosa de mutualidades de ramo o de empresa, además de otros aspectos 
prestacionales complementarios a cargo del empleador, como, por ejemplo, los socorros 
por fallecimiento, los subsidios por enfermedad o el plus familiar. Esa implementación 
forzosa conllevo la existencia de dos sistemas de aseguramiento obligatorio (mutuas 
de accidente aparte): por un lado, el que gestionaba el Instituto Nacional de Previsión 
-en relación a los seguros sociales públicos- y, por otro, con carácter complementario, 
el de las mutualidades. En todo caso, el elemento diferenciador más significativo entre 
ambos sistemas consistía en que las prestaciones del mutualismo no eran uniformes 
-como ocurría con la mayor parte de los seguros sociales públicos-, sino que estaban 
vinculadas con el salario y la consiguiente cotización. 

Pero la etapa del desarrollismo a partir de finales de la década de los cincuenta del pa-
sado siglo (con el denominado Plan de Estabilización), con el consiguiente fin del previo 
período autárquico y el posterior crecimiento económico, conllevó que el sistema de 
mutualidades estuviera al borde la quiebra. El detonante fue la entrada en vigor de la Ley 
de 24 de abril de 1958, en la que se permitieron los pseudo “convenios colectivos” fran-
quistas, lo que determinó una cierta liberalización del régimen retributivo. La aplicación 
práctica de dicha norma comportó un incremento progresivo de los salarios, ante lo cual 
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las mutualidades empezaran a tener dificultades económicas a la hora de hacer efectivas 
las prestaciones. Frente a ello, al margen del aumento de las aportaciones públicas, la 
opción legislativa se centró en la progresiva exención de la cotización de determinados 
conceptos retributivos, como las mejoras salariales pagadas por las empresas por en-
cima de la retribución fijada en las Ordenanzas o las primas de producción (Decreto de 
21 de marzo de 1958). Y, por su parte, en los convenios colectivos y ordenanzas vinieron 
a excluir de las cotizaciones determinados conceptos retributivos. Por tanto, múltiples 
complementos salariales dejaron de integrarse en la base de cotización. El panorama 
resultante tuvo como consecuencia que también en ese nivel complementario existiera 
un distanciamiento significativo entre el salario percibido y las pensiones gestionadas 
por las mutualidades, así como las prestaciones por enfermedad y desempleo, lo que 
comportó que en múltiples convenios colectivos se pactaran complementos prestacio-
nales derivados al ámbito privado. 

En esa situación de crisis -y en la antesala del salto del sistema de seguros sociales al de 
la seguridad social- se publicó el Decreto 56/1963, precepto imprescindible para com-
prender el origen de las mejoras voluntarias. Con él se intentó poner orden en materia de 
cotización, optándose por un nuevo modelo sustentado (salvo para contingencias profe-
sionales, para las que se mantenía la cotización proporcional al salario) en bases únicas 
(o “tarifadas”) pero diferenciadas entre doce grupos, en los que se integraban distintas 
categorías profesionales (reclamando la asimilación a los sistemas de encuadramiento 
previstos en las ordenanzas laborales). A siete de dichos grupos (básicamente el personal 
técnico y administrativo) se les asignaba una base de cotización mensual, mientras que la 
de los otros cinco era diaria. Así, por ejemplo, la base mensual de un titulado era de 5.600 
pesetas, mientras que la diaria de un peón era de sesenta pesetas. Aún hoy podemos 
hallar ecos de ese lejano modelo en las vigentes bases mínimas y máximas de cotización 
(aunque actualmente los grupos son once, al haber desaparecido la diferenciación antes 
vigente entre dos colectivos de “aprendices”) en los sucesivos reglamentos anuales de 
cotización que continúan haciendo mención a “categorías profesionales” (véase el artículo 
3 de la reciente Orden PJC/178/2025, de 25 de febrero), pese a que tras la reforma laboral 
del 2012 dicho concepto ha sido -teóricamente- sustituido por el de “grupo profesional”. 

En ese momento se optó, por tanto, por un sistema intermedio entre la cuota única y uni-
versal y prestaciones uniformes (“modelo INP”) y la cotización proporcional por el salario 
y prestaciones alícuotas (“modelo mutualidades”), diferenciándose las bases tasadas en 
función de los mentados doce grupos. Obviamente ello rompía la proporcionalidad entre 
salario y prestación vigente en el ámbito de las mutualidades, pasando ésta a cuantifi-
carse en función de una cotización fijada periódica y heterónomamente en forma única 
en cada grupo. 

Pero, consciente el legislador (aunque en este caso sería más adecuado referirse al “de-
cretador”) de los efectos negativos que el modelo podía comportar en las futuras presta-
ciones (y el malestar social potencial que podía derivarse en especial en las empresas y 
sectores con mayor poder de negociación del reprimido movimiento obrero) se vinieron a 
contemplar una serie de medidas compensatorias. Así, se reguló con carácter transitorio 
el mantenimiento de las previas bases de cotización si, en el momento de entrada en vigor 
del cambio normativo, eran superiores. Pero a los efectos de estas reflexiones resulta 
esencial detenerse en el contenido del artículo sexto del Decreto 56/1963. En el apartado 
1 se preveía la posibilidad de que el Instituto Nacional de Previsión o las mutualidades, a 
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petición de las empresas o agrupaciones patronales pudieran acordar el establecimiento 
de prestaciones superiores a las resultantes -calificándolas como “complementarias”-: 
en el apartado 2 se permitía que las empresas incluyeran en sus bases de cotización 
“salarios adicionales”. Y, finalmente, en el apartado 3 se afirmaba que, salvo en los dos 
supuestos anteriores “o la mejora directa e inmediata de prestaciones de la Empresas a 
sus trabajadores” la seguridad social “queda excluida del ámbito de contratación de los 
convenios sindicales colectivos”. Por tanto, concurrían en esa etapa tres posibles esce-
narios de mejoras: a) el establecimiento por las entidades gestoras de complementos de 
prestaciones a petición empresarial; b) el incremento de las bases de cotización a instan-
cias de la empresa; y c) la mejora directa por la empresa de las prestaciones públicas. 

A ello se sumaban dos claras intenciones normativas interrelacionadas: de un lado, se 
pretendió limitar a los convenios colectivos cualquier posibilidad de regulación de mejoras; 
de otro, se intentó impedir que dichas mejoras se externalizaran fuera del sistema. Esta 
última característica se plasmaba claramente en la exposición de motivos, al remarcarse 
la pretensión de “dar a Empresas y trabajadores la facilidad adicional de actualizar las 
mejoras individualizadas del régimen de seguridad social que se puedan pactar o volun-
tariamente establecer a través a través de un sistema de prestaciones complementario en 
cada caso con las instituciones de seguridad social que sustituyan y corten la generalización 
de sistemas costosos y de muy dudosa eficacia y de los que además se derivan efectos 
accesorios de importancia suma, señaladamente el de inmovilización de la mano de obra”.

b. La implantación del sistema de seguridad social  

y sus deficiencias

Menos de un año después de la entrada en vigor del Decreto 56/1963 se aprobó la Ley 
de Bases de la Seguridad Social (tras varios intentos frustrados a finales de los cincuenta 
de adaptación a los modelos ya vigentes en otros estados europeos y más de un decenio 
después del Convenio 102 de la OIT, que no fue suscrito por España hasta 1988) que fue 
posteriormente desarrollada por el Decreto 907/1966, de 21 de abril (la Ley General de 
Seguridad Social original propiamente dicha). El objetivo buscado con ese transcendente 
cambio normativo era la articulación de un “sistema de seguro total” o de “previsión inte-
gral”, mediante el cual el estado cubriese en forma suficiente las distintas situaciones de 
necesidad posibles a lo largo de la vida laboral, unificando en forma homogénea todas 
las prestaciones dispersas entre los distintos seguros sociales. Pese a tan encomiable 
finalidad, aquella primigenia normativa de seguridad social estaba ciertamente alejada 
del “ideal de cobertura” pública, universal y homogéneo que proclamaba. Al margen 
del mantenimiento de un sinfín de regímenes y sistemas especiales, la implantación de 
la seguridad social no significó que en forma automática desapareciera el anterior mu-
tualismo de naturaleza aseguradora (lo que se ha imputado a veces a fuertes presiones 
empresariales, por el temor a la pérdida de una parte del control prestacional y otras 
prebendas adicionales), puesto que las mutualidades se mantuvieron caracterizadas 
como corporaciones de interés público en la Ley de Bases y como “entidades gestoras” 
en la LGSS de 1966. 

Sin embargo, concurría otro aspecto más significativo: el nuevo marco legal no conllevó 
un cambio en el sistema de cotización sobre las referidas bases tarifadas, por lo que se 
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mantuvo la disfunción entre el salario real y las prestaciones derivadas. Sin embargo, 
dicha primigenia legislación de seguridad social optó, como hacía la norma precedente, 
por establecer medidas compensatorias. Así, la LGSS 1966 reguló la denominada “co-
laboración voluntaria” de las empresas (con el antecedente del autoaseguramiento em-
presarial por accidentes de trabajo del Decreto de 22 de junio de 1956, figura que se 
mantuvo vigente hasta el RDL 28/2018) en materia de gestión de la incapacidad laboral 
transitoria y asistencia sanitaria (dictándose la Orden de 25 de noviembre de 1966 como 
norma de desarrollo), que conllevaba la obligación de los empleadores que se acogieran 
a la misma de garantizar dichas prestaciones “al menos con la extensión y en la cuantía 
establecidas reglamentariamente con carácter general”, lo que permitía una disponibilidad 
“in mellius”. A ello cabe añadir las referencias inconcretas a la “asistencia social” como 
complemento de la acción protectora, a la que se hacía mención en la LGSS de 1966 y 
que se ha venido reiterando posteriormente en los sucesivos textos refundidos hasta el 
actualmente vigente (pese a la extensión del nivel asistencial y su ámbito competencial 
autonómico, salvo desempleo, lo que determina que concurran dudas razonables sobre 
la vigencia de la Orden de 1 de diciembre de 1976 sobre Asistencia Social, pese a no 
haber sido expresamente derogada, máxime tras la aprobación del Ingreso Mínimo Vital).

Pero la medida compensatoria más significativa la hallaremos en la regulación de las 
mejoras voluntarias, que surgen con esa específica denominación en la base decimo-
tercera la Ley de Bases (en el epígrafe de “cotización”) y, más en concreto, en el artículo 
cincuenta y nueve, tipificando tres posibilidades. En primer lugar, se preveía que las em-
presas pudieran añadir a las bases tarifadas salarios de cotización adicionales, sin que 
pudiera superarse la remuneración real, con los límites máximos que se establecieran. 
En segundo lugar, se añadía la probabilidad que, “a instancia de los interesados y previa 
aprobación del Ministerio de Trabajo” se acordaran “cotizaciones adicionales para reva-
lorización de las pensiones o mejora de las de vejez correspondientes a la totalidad de 
cada colectivo asegurado”. Aunque la redacción resultaba equívoca en la perspectiva 
actual, dicho supuesto se refería al incremento de los tipos de cotización, a diferencia de 
la primera situación anunciada, que remitía a las bases. La comparación con el Decreto 
56/1963 pone en evidencia que se mantuvieron las bases mejoradas, mientras que el 
establecimiento de prestaciones superiores fue sustituido por el incremento de tipos.

Por último, la genérica referencia a “la mejora directa e inmediata de prestaciones de la 
Empresas a sus trabajadores” -a la que hacía mención en el artículo sexto.3 del Decreto 
56/1963- también fue regulada en forma específica, aunque con significativas noveda-
des. En primer lugar, esa concreta posibilidad estaba condicionada a la superación de 
los límites máximos que se establecieran para el aumento de las bases mejoradas. Y, 
en segundo lugar, aunque se reclamaba que dichas mejoras directas fueran al “propio 
y exclusivo” cargo de la empresa, a continuación, se hacía mención a la posibilidad de 
externalización “a través de Fundaciones Laborales, Obras Sindicales, Mutualidades de 
Previsión o Entidades aseguradoras de todas clases”, lo que parecía ser una contradic-
tio in terminis. Según algún cronista de la época dicha redacción no se contenía en el 
proyecto de Ley inicial y se introdujo en su momento tras una concreta enmienda a lo 
largo de su tramitación en las Cortes franquistas, quizás por una fuerte presión del sector 
asegurador. Sin embargo, el veto a la disponibilidad colectiva contenido en el Decreto 
56/1965, se siguió manteniendo, al afirmarse que “la Seguridad Social no podrá ser objeto 
de contratación colectiva ni de mejoras voluntarias de las empresas”.
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Por su parte, la LGSS de 1966, en sus artículos 178 a 185, contempló en términos simi-
lares la regulación de las mejoras voluntarias (por tanto: las bases mejoradas, el incre-
mento de tipos de cotización adicionales, y las mejoras directas a cargo de la empresa), 
aunque con una novedad: se permitía que en los convenios colectivos se pactara el 
incremento de las bases de cotización (lo que, sin duda, era un claro ultra vires respecto 
a la interdicción absoluta de la Ley de Bases). Y lo que es más importante al objeto de 
las presentes reflexiones: existió en esta materia un concreto desarrollo reglamentario: 
la Orden de 28 de diciembre de 1966 (formalmente vigente y a la que luego me referiré). 

c. La evolución posterior

A través de los años el panorama inicial del modelo se fue modificando, avanzándose 
hacia el sistema de seguridad social que hoy conocemos. Con el antecedente del RD 
1879/1978, el RDL 36/1978 -ambos trasposición normativa de las previsiones conteni-
das en los Pactos de la Moncloa- comportó la desaparición de las mutualidades y su 
integración en el recién creado INSS (salvo en el ámbito de la función pública). 

Previamente el modelo homogéneo por grupos de cotización por bases tarifadas expe-
rimentó una profunda mutación (con fuerte oposición empresarial, como es habitual en 
esta materia) con la Ley 24/1972, de 21 de junio, en la que se preveía su progresiva sus-
titución por bases vinculadas directamente con el salario real. Aunque transitoriamente 
hasta finales de marzo de 1975 se mantuvieron las bases tarifadas, se les añadieron las 
“bases complementarias individuales” por las diferencias resultantes. En la práctica la 
extinción definitiva de dicho sistema no tuvo lugar hasta 1979 y, aunque se mantuvo la 
duda sobre la pervivencia de las autorizaciones de bases mejoradas previas, la Resolución 
de 26 de diciembre de 1984, de la Secretaría General para la Seguridad Social, reguló su 
congelación y la progresiva absorción por el aumento de las bases de cotización anuales. 

De esta forma, el modelo resultante pasó a sustentarse en la proporcionalidad entre 
el salario percibido -respecto a las cotizaciones- y las prestaciones. Y, además, con la 
progresiva evolución del sistema (tras la desaparición de las mutualidades) se abandonó 
la previa diversidad en la acción protectora, articulándose un modelo más o menos ho-
mogéneo, con algunas singularidades en los regímenes especiales (particularismos que 
progresivamente se van eliminado). 

4. ACABAR CON LA PREPONDERANCIA DEL DERECHO  

DE LA SEGURIDAD SOCIAL

a. La inadecuación de la actual regulación de las mejoras 

voluntarias al actual sistema constitucional 

Del anterior análisis histórico se desprende que las mejoras voluntarias fueron regula-
das en un momento histórico en que concurrían entidades gestoras públicas con otras, 
complementarias, privadas (o semipúblicas) y en que no existía una equivalencia entre 
el salario y las cotizaciones. Ante ese panorama el legislador originario optó por integrar 
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en el continente de la seguridad social una serie de islas dispersas fuera del sistema 
que habían ido surgiendo con el tiempo por distintos motivos y en función de una le-
gislación cambiante. Y lo hizo con una clara finalidad: someter al control público todos 
aquellos incrementos de la cobertura del sistema de seguros sociales que aparecieron 
con la finalidad de reparar la disfunción existente entre las prestaciones derivadas de 
una cotización topada y el salario real. Dicho objeto aparece diáfano en el artículo 21 
de la LGSS de 1966, en el que se afirmaba que la protección del sistema público en 
ella prevista tenía “el carácter de mínimo y obligatorio para las personas incluidas en su 
campo de aplicación”, para proseguir que aquélla podía “ser mejorada voluntariamente”. 
Esa redacción se mantuvo prácticamente inalterada en la Ley General de la Seguridad 
Social de 1974; sin embargo, no ocurrió así en el texto de 1994 que en su artículo 39 ya 
no hacía mención alguna a dicho carácter mínimo y obligatorio, limitándose a recoger 
la posibilidad de mejoras de las prestaciones públicas -como sigue haciendo el vigente 
artículo 43-. 

La finalidad de esa tendencia integradora de las mejoras voluntarias en ese momento 
histórico se antoja evidente: la primacía del marco decisorio del Estado en materia presta-
cional. Es por ello que los originarios preceptos regulaban mecanismos de incorporación 
en el sistema. Así, el establecimiento de tipos de cotización adicionales sólo resultaba 
posible con autorización expresa del Ministerio de Trabajo. Y en el caso de bases mejora-
das adoptadas unilateralmente por el empleador se preciaba también de dicho beneplá-
cito. Cierto es que, a diferencia de la Ley de Bases, en la LGSS de 1966 se permitía que 
esas bases mejoradas fueran pactadas en convenio; sin embargo, no cabe olvidar que 
dichas normas colectivas se negociaban en el seno del sindicato vertical y precisaban 
de autorización administrativa. 

Había, sin embargo, un supuesto que se escapaba de esa tendencia del control estatal: 
las mejoras voluntarias directas de prestaciones de los artículos 182 y 183 LGSS 1966, 
en tanto que su origen derivaba de la simple autonomía de la voluntad. Pero denótese 
que en esta cuestión la ley sólo hacía mención a la autonomía individual del empleador, 
rigiendo, por tanto, la interdicción de intervención de la autonomía colectiva que impo-
nía el previo artículo 178.2.  A lo que cabe añadir que la mejora directa por la empresa 
sólo era posible si se había alcanzado el límite de bases mejoradas y sugiriéndose su 
externalización en el Instituto Nacional de Previsión y las mutualidades, que gozaban de 
exenciones tributarias absolutas (art. 38.2 LGSS 1966) a diferencia de fundaciones, obras 
sindicales, montepíos y otros sistemas de aseguramiento. 

Esa opción integradora en el sistema y exclusiva de la negociación colectiva tenía, en mi 
opinión, una clara finalidad política. En efecto, la LGSS 1966 emerge en un momento en 
que, en pleno desarrollismo, los salarios se iban progresivamente incrementando por el 
auge del movimiento obrero (no está de más recordar que es entonces cuando aparecen 
las denominadas “comisiones obreras”). En esa tesitura dejar en manos de la (condicio-
nada legalmente) negociación colectiva un cierto papel decisorio de naturaleza autónoma 
entraba en franca colisión con un modelo autoritario e intervencionista como el vigente en 
ese momento. De ahí que el artículo 178.2 de dicha añeja norma afirmase que, salvo las 
mejoras voluntarias, “la Seguridad Social no podrá ser objeto de contratación colectiva”, 
limitando las voluntariamente adoptada por la empresa a lo legalmente previsto. Como 
puede fácilmente colegirse esa limitación a la autonomía colectiva carece hoy de sentido, 
al resultar evidente que ésta difícilmente puede disponer de fondos públicos. Pese a ello 
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el vigente artículo 43 LGSS reitera en términos idénticos dicho texto (incluso, utilizando 
la añeja expresión “contratación colectiva”, en lugar de “negociación colectiva”).

Es obvio que el panorama vigente pocas similitudes guarda con el surgido seis décadas 
atrás, en la medida en que la cotización -y las prestaciones consecuentes- están vincu-
ladas con el salario, con la única excepción de las bases mínimas y máximas (progresi-
vamente incrementadas estas últimas con la vigente cotización adicional de solidaridad). 
Y a ello cabe añadir otras dos consideraciones de mayor calado: de un lado, la negocia-
ción colectiva ha sido constitucionalizada y ya no rige el modelo de estado autoritario 
e intervencionista, altamente renuente a la autonomía colectiva; de otro, nuestro marco 
constitucional diferencia entre seguridad social pública y nivel complementario privado.

Sin embargo, si comparamos la redacción de los artículos reguladores de las mejoras vo-
luntarias contenidos en la Ley General de la Seguridad Social de 1966 con los actualmente 
vigentes podremos comprobar que existe una evidente continuidad de redacciones. 

La única diferencia significativa es que el texto actual no hace mención alguna a las bases 
mejoradas. La razón de ello reside, como ya se ha indicado, en que la LGSS de 1974 
previó su vigencia mientras estuviera en vigor el régimen transitorio de implementación 
del nuevo sistema de cotización de la Ley 24/1972. Añádase a ello que la posibilidad de 
incrementar los tipos de cotización -que sigue teóricamente en vigor- no ha tenido nunca 
plasmación práctica.

De esta forma, la “mejora directa de las prestaciones” -que en la única posibilidad real 
existente- aparece como una realidad autónoma que, pese a su relación con el sistema 
prestacional, deriva de la negociación colectiva o, en su caso, de la autonomía individual 
de la empresa. Y en ese contexto emerge de nuevo la pregunta tantas veces formulada: 
¿tiene sentido que esa figura se rija por la Ley General de la Seguridad Social? La herme-
néutica hegemónica en el ámbito jurisprudencial y académico da una respuesta afirmativa 
prácticamente unánime. Ciertamente, el otro supuesto legalmente vigente (el incremento 
de los tipos de cotización) sí se enmarcaría claramente en el derecho de la seguridad so-
cial, pero, como se ha visto, es ésa una posibilidad que nunca ha tenido eficacia práctica. 

b. La obsolescencia de la Orden de 28 de diciembre 1966

El motivo de la primacía aplicativa del derecho de la seguridad social hay que buscarlo 
en un concreto sustrato normativo: el art. 1.3 de la Orden de 28 de diciembre 1966 (for-
malmente vigente), en el que se afirma: “las prestaciones correspondientes a las mejoras 
a que se refiere el número anterior [coincidentes con las establecidas en los artículos 
178 a 185 LGSS 1966] tendrán los caracteres atribuidos a las prestaciones en el artículo 
90 de la Ley de la seguridad social, y una vez establecidas de acuerdo con lo que en la 
presente Orden se dispone, se entenderá que forman parte, a todos los efectos, de la 
acción protectora de la seguridad social”. 

Ocurre, sin embargo, que, aunque esa Orden no ha sido expresamente derogada, es 
altamente dudoso que siga en vigor, en la medida en que nos hallamos ante una norma 
preconstitucional, que hay que situar en el contexto antes profusamente expuesto. Ca-
brá insistir en ese sentido -en un aspecto sobre el que posteriormente se incidirá con 

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 M

A
R

Z
O

 2
0

2
5

23



mayor detenimiento- que la integración universal de cualquier mejora del régimen de 
prestaciones públicas dentro del sistema de seguridad social no se adecúa al mandato 
constitucional del artículo 41 CE, que limita a aquél a los supuestos legales y obligatorios, 
en forma tal que la fijación de “prestaciones complementarias” se conforma como algo 
ajeno y distinto a aquél.  

Téngase en cuenta por otra parte que la instauración de la mejora directa de prestaciones 
-salvo la incapacidad temporal y la protección a la familia- precisa, conforme al artículo 14 
de dicha Orden, de homologación administrativa, lo que tiene difícil encaje con la plena 
libertad del sistema complementario que exige el mentado art. 41 CE. Consideración a 
la que cabrá añadir que en la interpretación de una norma no es posible el espigueo: por 
tanto, si el artículo 1.3 de la Orden de 28 de diciembre 1966 sigue vigente en cuanto al 
sometimiento al derecho de la seguridad social, también lo está la necesidad de homolo-
gación administrativa del su artículo 14. Ello conllevaría el absurdo que, por ejemplo, todos 
los planes de pensiones de empleo o seguros de accidentes convencionalmente estable-
cidos (con independencia ahora de si realmente son mejoras voluntarias) que no contaran 
con dicha homologación (es decir: todos) devendrían contrarios a dicha regulación.

Pero ocurre que la jurisprudencia sigue aplicando en forma acrítica dicha Orden, sin tener 
en cuenta el panorama resultante actual. Y es ahí donde se sitúa la primacía aplicativa al 
derecho de la seguridad social -su régimen jurídico y su lógica intrínseca- por encima del 
derecho contractual. Valgan como ejemplo las afirmaciones contenidas al respecto en la 
STS 05.05.2004 -Rcud. 391/2003-: “No cabe la menor duda que la acción protectora del 
sistema de seguridad social, que comprende las diversas contingencias que se incluyen 
en el artículo 38 LGSS, se extiende, también, a las mejoras voluntarias, a las que se refiere 
el artículo 39 LGSS, como modo o manera de acrecentar “la modalidad contributiva de 
la acción protectora, que el sistema de la seguridad social otorga a las personas com-
prendidas en el apartado 1 del artículo 7 de la presente ley “. Para proseguir: “No afecta 
a la naturaleza social de la materia que la mejora sea adoptada por decisión unilateral del 
empleador, contrato individual o convenio colectivo, pues ello solamente incide en su 
nacimiento y regulación, y en este sentido, ya se ha afirmado (STS 6 de octubre de 1998) 
que la jurisdicción social es competente para conocer de toda controversia sobre la mejora 
aunque esta se haya asegurada por entidades mercantiles y que las mejoras voluntarias 
de la acción protectora del Régimen General, que se regulan en los artículos 191 a 194, 
se rigen, no obstante su carácter complementario de seguridad social, por los actos uni-
laterales del empleador, pactos o convenios o reglas que las hayan constituido (STS 6 
de octubre de 1995 y 13 de julio de 1998) e incluso por condición más beneficiosa (STS 
11 de marzo de 1998)”. Se afirma, por tanto, en forma expresa que, aunque las mejoras 
voluntarias surgen del ámbito contractual, su naturaleza se integra en el derecho de la 
Seguridad Social. Dicho criterio se ha reiterado en pronunciamientos posteriores, como es 
de ver en las SSTS 21.10.2009 -Rcud. 200/200820- y 06.2019 -Rec. 53/2018–, entre otras.

5. POR UN CAMBIO DE PARADIGMA:  

EL PAPEL DE LA JURISPRUDENCIA Y DE LA LEY

En mi opinión ha llegado el momento de reintegrar lo que hoy denominamos mejoras 
voluntarias al ámbito en el que nacen: el contrato o la negociación colectiva y, por tanto, 
de abandonar una tutela del derecho de la seguridad social que actualmente carece de 
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sentido por los motivos expuestos. Si, como se ha mantenido previamente, el artículo 
1.3 de la Orden de 28 de diciembre 1966 ya no tiene eficacia aplicativa -de conformidad 
con el artículo 3.1 del Código Civil- la base en que se sustenta la primacía del derecho 
a la seguridad social decae.

Dicha posibilidad es perfectamente realizable por la jurisprudencia, revisando una lógica 
jurídica que, en mi opinión y por los razonamientos previos, carece de sentido. De esta 
manera, la prescripción del derecho debería regirse lógicamente por el artículo 59 ET, sin 
que concurriese el plazo de caducidad de tres meses del artículo 53 LGSS, superándose, 
además, la problemática procesal a la que se hacía mención al principio de mis reflexiones.

Pero también el legislador tiene que hacer ciertos deberes, adaptando la normativa vigente 
el mandato constitucional. Y ello precisa no sólo la derogación expresa de la Orden de 
28 de diciembre 1966, sino también la abrogación de la actual regulación de las mejoras 
voluntarias en la Ley General de la Seguridad Social, sustituyéndolas por un desarrollo legal 
del artículo 41 de nuestra Constitución, en la vertiente complementaria del nivel público. 
Aunque la referencia a esa complementariedad es muy similar al art. 38 de la Constitución 
italiana de 1947, cabrá reseñar que la misma no se contemplaba en el Anteproyecto de 
Constitución y fue incluida -en un proceso tortuoso- a lo largo de su tramitación, parlamen-
taria durante la cual se presentó alguna enmienda de supresión parcial al considerarse, 
no sin razón, que la referencia al segundo nivel era del todo irrelevante, en tanto que la 
posibilidad de acudir a otros sistemas de prevención privados se derivaba ya del propio 
texto constitucional y la consagración del derecho a la propiedad y a la libre empresa. 

En todo caso, nuestro modelo constitucional mixto en materia de protección social es 
relativamente habitual en muchos países europeos, especialmente, en aquellas ordena-
ciones en que las prestaciones del sistema público no son proporcionales al salario (los 
“mínimos de subsistencia” de Beveridge) o los modelos mixtos público/privados (como 
lo era en nuestro país antes de la implementación definitiva de la seguridad social). En el 
ordenamiento comparado de los países más cercanos el nivel complementario tiene va-
riadas opciones: aseguramiento por la empresa, por las personas asalariadas o en forma 
mixta, cobertura directa por el empleador a través de fondos internos, mecanismos com-
plementarios integrados en la propia seguridad social, etc. Es por ello que en el ámbito 
comunitario concurre una específica regulación de las “pensiones complementarias” en 
los supuestos de personas trabajadoras desplazadas (Directiva 98/49/CE); como también 
ocurre respecto a las tutelas antidiscriminatorias por razón de sexo, en las que, además 
de la perspectiva estricta de la seguridad social (Directiva 79/7/CEE), existe normativa 
específica para los “regímenes profesionales de seguridad social” (la actual Directiva 
2006/54, con el antecedente de la Directiva 86/378 antes mencionada). Asimismo, cabe 
destacar con carácter incidental que la existencia de sistemas duales de protección so-
cial también se deriva del Convenio 102 de la OIT y, más en concreto, de su artículo 6.

Es notorio que desde los años ochenta, por tanto, poco después de la entrada en vigor 
de la Constitución, los requisitos de acceso a las prestaciones se han ido endureciendo 
-en una tendencia imparable hasta la fecha- y la cuantía de las prestaciones ha ido dis-
minuyendo. Obviamente nuestro texto constitucional es ajeno a dicha evolución; sin em-
bargo, no lo es el contexto histórico en que emerge. A ello cabe añadir que la progresiva 
pérdida de poder adquisitivo de los salarios ha ido mermando la posibilidad de ahorro de 
las personas trabajadoras más desfavorecidas y ha reducido la capacidad recaudatoria 
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del sistema. Una buena parte de la población activa, por tanto, depende ante un estado 
de necesidad de las prestaciones del sistema de seguridad social, en retroceso.

En ese contexto ya en 1995 el Pacto de Toledo reclamaba a los poderes públicos la po-
tenciación de la protección complementaria (tercer pilar), lo que se reiteró, incluso con 
mayor énfasis, en la renovación del mismo de 2003. Algo similar propuso el Comité Eco-
nómico y Social en su dictamen 9/94 sobre el Anteproyecto de Ley de sobre Ordenación 
y Supervisión del Seguro Privado, proponiendo “abordar la reforma de la regulación de 
la previsión social complementaria, potenciando la misma como un elemento de consoli-
dación del modelo de protección social configurado en el artículo 41 de la Constitución”.

Como han señalado diversos autores, pese a que nuestra Constitución tiene ya nueve lus-
tros de vigencia, el contenido de la parte final del mentado artículo 41 no ha tenido hasta la 
fecha un desarrollo armónico (haciéndose oídos sordos a las referidas recomendaciones). 
Y ello pese a que en su momento -principios de 1998- el Parlamento aprobó una propo-
sición no de Ley “sobre los sistemas complementarios de previsión social en desarrollo 
de la Recomendación número 14 del Pacto de Toledo”, presentada conjuntamente por 
los grupos parlamentarios popular, Catalán-Convergència i Unió, Vasco-PNV y Coalición 
Canaria. Pese al tiempo transcurrido, dicha iniciativa no se ha acabado materializando en 
norma alguna. En forma más cercana en el tiempo hay que citar el contenido del compo-
nente 30 del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia, en el que se recogía el 
compromiso del Estado español de “revisión e impulso de los sistemas complementarios 
de pensiones”. Sin embargo, esa manifestación de voluntad de desarrollo del artículo 41 
de la Constitución, se limitaba a la aprobación de un nuevo marco jurídico que impulsara 
los planes de pensiones de empleo y, en especial, contemplase su promoción pública, lo 
que fue desarrollado por la Ley 12/2022. Ocurre, sin embargo, que el nivel complementario 
no se limita únicamente a los planes de pensiones.

Esa anomia es importante, en tanto que en nuestro panorama normativo vigente resulta 
complejo determinar qué debe entenderse por “asistencia y prestaciones complemen-
tarias”. En el contexto del art. 41 CE parece lógico descartar, de entrada, que su frase 
final se esté refiriendo exclusivamente al aseguramiento privado (por tanto, la posibilidad 
de que cualquier persona trabajadora suscriba por su cuenta una póliza que cubra los 
riesgos vinculados con el trabajo y salud), por su conexión con la seguridad social ob-
servada en su primera parte.

Y a ello cabe sumar que la doctrina académica no es unánime (la ideología nos pesa a 
todos) respecto a qué debe entenderse por “prestaciones sociales suficientes” en “un 
régimen público de Seguridad Social” (art. 41 CE) y “pensiones adecuadas” garantizadas 
por los “poderes públicos” (art. 50 CE), en relación a una posible privatización -al menos, 
parcial- del sistema de protección o su gestión. Un debate al que la doctrina constitu-
cional no ha dado solución, al afirmarse en forma reiterada que nuestra Carta Magna no 
impone un modelo único de seguridad social (por todas: STC 296/1997).

Urge, por tanto, que también el legislador se ponga las pilas y desarrolle de una vez 
la parte final del artículo 41 de nuestra Constitución. Por tanto, que se legisle sobre el 
sistema de prestaciones complementarias, que no se limite, como hasta la fecha, a los 
fondos y planes de pensiones, integrando en un único texto normativo ese disperso 
universo que hoy llamamos “mejoras voluntarias”, que, aunque interrelacionadas, son 
ajenas al sistema público de seguridad social. 
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Analizamos la sentencia del Tribunal Supremo, Sala 4ª, de 14/01/2025, Nº de Recurso: 
5248/2023, Nº de Resolución: 23/2025. 

Para que no haya engaño quiero advertir que esta sentencia revoca una de la que el que 
ahora formula este comentario fue el ponente.

Hechos: El supuesto es el de una trabajadora de la entidad Stradivarius la que me-
diante una operativa de auto autorización de devolución de prendas sustrae una can-
tidad de algo menos de 40 euros. La empresa comprueba la irregularidad del proceso 
mediante el visionado de las cámaras de vigilancia y procede en junio de 2022 al 
despido de la trabajadora. 

Las cámaras están instaladas “exclusivamente con un fin de evitación de perjuicios en el 
entorno de los clientes”, sin que se haya informado de otro fin diferente a la trabajadora 
o a los representantes de los trabajadores, llevando instaladas en el centro desde hace 
bastantes años.

Sentencia recurrida: El Juzgado declaró procedente el despido, la Sala del TSJPV en 
sentencia de 18/07/2023, Nº de Recurso: 1121/2023, Nº de Resolución: 1837/2023, lo 
declara nulo, y señala que la Ley Orgánica 3/18 en su artículo 89 obliga al empresario a 
informar “con carácter previo, y de forma expresa, clara y concisa, a los trabajadores” y, 
en su caso, a sus representantes, acerca de esta medida, si es que se quieren tratar las 
imágenes obtenidas a través de sistemas de cámaras o videocámaras para el ejercicio 
de las funciones de control de los trabajadores. Añade este precepto que en el supuesto 
de que se haya captado la comisión flagrante de un acto ilícito por los trabajadores o 
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los empleados públicos se entenderá cumplido el deber de informar cuando existiese al 
menos el dispositivo al que se refiere el artículo 22.4 de esta ley orgánica.

Este art. 22.4 dispone que “El deber de información previsto en el artículo 12 del Regla-
mento (UE) 2016/679 se entenderá cumplido mediante la colocación de un dispositivo 
informativo en lugar suficientemente visible identificando, al menos, la existencia del tra-
tamiento, la identidad del responsable y la posibilidad de ejercitar los derechos previstos 
en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679. También podrá incluirse en el 
dispositivo informativo un código de conexión o dirección de internet a esta información”.

La Sala de suplicación después de aproximarnos a los riesgos del llamado capitalismo 
de vigilancia y la prioridad de los derechos fundamentales frente a otros de legalidad 
ordinaria, así como de advertir de la pérdida del derecho a la propia imagen e intimidad 
de los trabajadores en la sociedad de la transparencia, concluye que en este caso la 
empresa no ha informado a los trabajadores de la utilización del sistema de vigilancia 
para el control de su actividad laboral. 

Pero lo relevante va a ser que su argumentación gira en torno a que desde que se 
aprobó la ley orgánica 3/2018, que entró en vigor el 7 de diciembre de 2018 (el despido 
fue de junio de 2022), la empresa ha tenido tiempo más que suficiente de hacerlo –de 
informar a los trabajadores de la utilización del sistema de video vigilancia para el con-
trol de la actividad laboral-, y si no lo ha hecho no puede ampararse en la excepción de 
que ha acontecido la comisión flagrante de un acto ilícito, pues ello puede suponer una 
prerrogativa de utilizar el derecho solo en aquello que beneficia evitando sus perjuicios 
-eius commoda cuius incommoda-; y, con ese actuar, contrariar el principio de los actos 
propios, en cuanto que si se mantiene la vigilancia solo respecto a la clientela no puede 
invertir esta finalidad en su provecho.

Se indica que no estamos ante un hecho flagrante que legitime la excepcionalidad pre-
vista en el indicado art. 89 de la ley orgánica 3/2018.

Finalmente, se precisa que la empresa directamente acudió al visionado de las cámaras 
para probar la irregularidad del actuar de la trabajadora, y por ello se concluye con la 
nulidad del despido al ser aplicable la doctrina del fruto envenenado. Esta implica que 
obtenida la prueba conculcando un derecho fundamental el resto de las actuaciones em-
presariales basadas en ella son inapreciables; y apoyándose el despido en esa violación 
de la intimidad personal la conclusión es la nulidad del mismo.

Hay que destacar que se hace eco esta sentencia del TSJPV del conocido Test Barbu-
lescu y la sentencia López Ribalda de 17 de octubre de 2019 del TEDH.

Sentencia comentada: El TS después de apreciar la contradicción entre las sentencias 
que se le aportan para el recurso (cuestión discutible porque los hechos no eran igua-
les) transcribe parte de su sentencia de 26 de julio de 2022, rcud. 1675/2021 y la STC 
119/2022, de 29 de septiembre, para concluir que el hecho de que fueran visibles las 
cámaras y que los representantes de los trabajadores hubiesen sido informados de su 
existencia para el control de los clientes, es suficiente para entender que se han cum-
plido los requisitos legales, y considera que el sistema de control empresarial es válido 
y acreditados con él los hechos, se califica de procedente el despido.
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Valoración crítica: La sentencia del TS omite el razonar sobre los argumentos vertidos en 
la sentencia recurrida. Esta no ha desconocido ni la doctrina que cita el TS ni la visibilidad 
concurrente de las cámaras, lo que ha indicado, y esta es la base de su razonamiento, es 
que desde que entró en vigor en diciembre de 2018 la ley orgánica 3/2018 de Protección 
de Datos Personales y garantía de los derechos digitales es obligación empresarial el in-
formar a los trabajadores de que se va a utilizar el sistema de videovigilancia para su con-
trol; incluso añade la Sala del TSJPV que “quién lleva a cabo una conducta indolente y de 
omisión frente a sus deberes legales, y más cuando los mismos atañen a la esfera y ámbito 
de los derechos fundamentales, no es posible, que a la vez retorne su propia declaración 
permanente y constante de no utilizar las cámaras en el ámbito laboral, para aquello en que 
pudiera beneficiarle, y con ello llevar a cabo ese uso. Así pudiera alcanzarse el resultado 
de ser más beneficioso para la empresa el incumplir la normativa que obliga al empresario 
que quiere utilizar el control laboral de las cámaras que llevar a cabo la comunicación per-
tinente a los afectados, y con este proceder aproveche el incumplimiento para acogerse a 
la excepción del uso incentivándole una conducta irregular; y, en segundo término, indicar 
que esa misma utilización del sistema de video-vigilancia, no puede ser una situación de 
incertidumbre o indefinición para el trabajador”. Nada sobre esto se aborda por el TS.

Nos encontramos en una empresa que alcanza los 4000 empleados. Que dispone de 
un sistema de cámaras sobre el que ha informado que es para el control de los clientes. 
Que no ha procedido a informar a los trabajadores en los años siguientes a la entrada 
en vigor de la ley orgánica 3/2018 del posible uso de la videovigilancia para el control 
laboral, siendo que la ley le obligaba a ello. Y, que sin otra causa que la comprobación 
de una irregular conducta laboral procede directamente al visionado de las cámaras 
para apreciar una conducta sancionable -recordemos que no estamos ante un hecho 
flagrante sino percibido por la irregularidad de que una misma trabajadora proceda a 
una auto devolución-.

Como precisa la sentencia revocada del TSJPV “No le es indiferente al trabajador el co-
nocer que su persona, imagen y corporeidad son utilizadas o, por el contrario, excluidas 
del sistema de cámaras, pues ello no sólo implica la certeza, seguridad y comodidad del 
sujeto, sino maneras de comportarse, expresarse o manifestarse que no son irrelevantes 
para la persona. Si la empresa, mantiene esa distancia con el trabajador, y excluye de 
las cámaras cualquier posible inmisión, no es factible que a la primera incidencia utilice 
dichas cámaras, pues ello quebranta la propia finalidad, uso y maniobrabilidad de un 
sistema de tanto riesgo como es la video- vigilancia, y más cuando ella incide en dere-
chos previos al mismo contrato de trabajo como son los de la imagen y protección de 
datos o intimidad”.

Por último, nos encontramos en la colisión de dos derechos. Uno el fundamental al honor, 
a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen -ex art. 18 CE-; y, el otro, el de la 
actividad empresarial que regula el art. 38 CE. La ubicación de estos derechos en dife-
rentes secciones de la CE ya se percibe que es porque se sitúan en un rango jerárquico 
distinto. Y, ello cuando menos obliga a un esmerado cuidado de la protección del que 
es más frágil y débil. Con esta finalidad de amparo se está desarrollando el moderno 
derecho laboral: corregir la asimetría invasiva del entorno laboral.

Hacemos nuestros los argumentos de la sentencia del TSPV cuando indica que ”La 
delimitación de los medios técnicos que inciden en la observancia de las personas y 
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la preservación de estas, se lleva a cabo a través de la modalidad de los denominados 
derechos fundamentales de cuarta generación, por medio de los cuales se pretende 
obtener y configurar una defensa estricta de los derechos fundamentales de la persona, 
cuidándole y protegiéndole a ésta de la incidencia de las redes comunicativas y de la digi-
talización invasora, de forma que a través de las nuevas tecnologías se revierta el proceso 
de indefensión y se dote al sujeto de un marco de seguridad, certeza y confianza fiable 
frente a la liquidez del entorno tecnológico. A ello es a lo que se tiende con las normativas 
actuales y las mismas son transversales respecto a los agentes aplicadores del dere-
cho, de manera que estos deben configurar todas sus interpretaciones de conflictividad 
de los derechos fundamentales de integridad, imagen e intimidad por incidencia de las 
nuevas tecnologías en el contexto de una perspectiva cognoscitiva o única, que prime la 
preservación del sujeto y la primacía de los derechos de la cuarta generación referidos.”

Conclusión: La sentencia comentada se apoya en la postergación de un derecho funda-
mental como es la intimidad personal, para primar la actividad empresarial obviando los 
limites legales impuestos a la empresa a la hora de utilizar un sistema de videovigilancia.

Reproduce el TS un argumentario elaborado al inicio de la vigencia de la ley orgánica 
3/2018, sin actualizarlo al tiempo de hoy, beneficiando la somnolencia empresarial en la 
regularización de su obligación de respetar los derechos fundamentales, y omitiendo la rea-
lidad de lo acontecido. Y, con ello se permite el abuso en las prerrogativas empresariales.

En definitiva, se fundamenta la sentencia del TS en una descripción teorética sin alcanzar 
la realidad ni la vigencia de los derechos fundamentales en su necesaria actual implan-
tación en el mundo laboral. 

Nos preguntamos finalmente: ¿es este el derecho laboral que queremos para el siglo XXI?

No te olvides de escuchar nuestro propio Podcast
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https://www.juecesdemocracia.es/2025/02/20/oposiciones-a-la-carrera-judicial-y-fiscal-2025/


Legislación

ESTATAL

Enmienda al artículo 39 del Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional, adoptada 
el 13 de diciembre de 2023 por Resolución ICC-ASP/22/Res.2. Ir a texto

Real Decreto-ley 2/2025, de 18 de marzo, por el que se aprueban medidas urgentes 
para la garantía del interés superior de la infancia y la adolescencia ante situaciones de 
contingencias migratorias extraordinarias. Ir a texto

Resolución de 5 de marzo de 2025, de la Secretaría de Estado de Justicia, por la que se 
modifica la de 5 de diciembre de 1996, por la que se dictan instrucciones sobre jornada 
y horarios en el ámbito de la Administración de Justicia. Ir a texto

AUTONÓMICA

Andalucía

Resolución de 7 de marzo de 2025, de la Secretaría General del Parlamento de Andalucía, 
por la que se ordena la publicación del acuerdo de convalidación del Decreto-ley 1/2025, 
de 24 de febrero, de medidas urgentes en materia de vivienda. Ir a texto

ESTATAL, Y AUTONÓMICA
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Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Formación Profesional 
para el Empleo, por la que se establecen las condiciones del procedimiento de com-
probación de las habilidades comunicativas del alumnado para acceder a las ofertas 
de formación profesional de grado A, B y C de nivel 1, y a las especialidades de for-
mación en el trabajo, en el ámbito de gestión de la Consejería de Empleo, Empresa y 
Trabajo Autónomo. Ir a texto

Decreto-ley 1/2025, de 24 de febrero, de medidas urgentes en materia de vivienda.  
Ir a texto

ORDEN SAN/237/2025 de 7 de marzo, por la que se deroga la Orden SAN/3/2025, de 9 
de enero, relativa al uso de mascarillas como medida de protección frente a las infeccio-
nes respiratorias agudas en Aragón. Ir a texto

Asturias

Ley 1/2025, de 19 de febrero, de Ciencia, Tecnología e Innovación. Ir a texto

Ley del Principado de Asturias 1/2025, de 19 de febrero, de Ciencia, Tecnología e In-
novación. Ir a texto

Canarias

Corrección de errores de la Ley 5/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Comunidad Autónoma de Canarias para 2025. Ir a texto

Ley 5/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad Autónoma 
de Canarias para 2025. Ir a texto

CORRECCIÓN de errores de la Orden de 14 de noviembre de 2024, por la que se de-
terminan las fiestas locales propias de cada municipio de la Comunidad Autónoma de 
Canarias para el año 2025 (BOC n.º 238, de 28.11.2024).  Ir a texto

Cantabria 

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la 
Comisión Negociadora del Convenio Colectivo para el sector del Comercio de Materiales 
de Construcción de Cantabria, con fecha 19 de febrero de 2025, por el que se procede 
a la revisión de las tablas salariales correspondientes al ejercicio 2025. Ir a texto

Orden PRE/8/2025, de 26 de febrero, por la que se modifica la Orden PRE/132/2006, 
de 28 de diciembre, por la que se regula el Inventario Automatizado de Procedimien-
tos Administrativos de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria. 
Ir a texto
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https://www.juntadeandalucia.es/boja/2025/50/24
https://www.juntadeandalucia.es/eboja/2025/41/s51.html
https://www.boa.aragon.es/cgi-bin/EBOA/BRSCGI?CMD=VEROBJ&MLKOB=1383071225050
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-4911
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2025-01663&p_r_p_dispositionReference=2025-01663&p_r_p_dispositionDate=06%2F03%2F2025
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5521
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-4913
https://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2025-043-868.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=417252
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=416839


Castilla La Mancha

Corrección de errores de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre, de Presupuestos Generales 
de la Junta de Comunidades de Castilla-La Mancha para 2025. [NID 2025/2299]. Ir a texto

Ley 4/2024, de 19 de julio, de Integridad Pública de Castilla-La Mancha. Ir a texto

Catalunya

Llei 3/2025, de 18 de març, de modificació de la Llei 22/1998, de la Carta municipal de 
Barcelona. Ir a texto

Resolució EDF/889/2025, de 12 de març, per la qual es determinen el calendari i les 
condicions de la preinscripció i matrícula, per al curs 2025-2026, al curs de formació 
preparatori per a l’accés a cicles formatius de grau mitjà, al curs de formació preparatori 
per a l’accés a cicles formatius de grau superior, als itineraris formatius específics, als 
cicles formatius de formació professional de grau bàsic, als cicles formatius de formació 
professional de grau mitjà, als cicles formatius de formació professional de grau superior, 
als cursos d’especialització de formació professional, als cicles formatius d’arts plàstiques 
i disseny de grau mitjà i de grau superior, als ensenyaments esportius, als programes de 
formació i inserció, als ensenyaments d’arts escèniques i als ensenyaments impartits en 
centres i aules de formació d’adults Ir a texto

Decreto-ley 1/2025, de 28 de enero, de medidas urgentes en materia de contención de 
rentas. Ir a texto

Resolució EMT/754/2025, de 28 de febrer, per la qual es disposen la inscripció i la pu-
blicació de l’Acta de la Comissió Mixta d’Interpretació i Vigilància del Conveni col·lectiu 
interprovincial de treball per a oficines de farmàcia de Catalunya de les províncies de Gi-
rona, Lleida i Tarragona per als anys 2023, 2024 i 2025 (codi 79100075012013). Ir a texto

Acord GOV/58/2025, de 4 de març, pel qual s’aproven la declaració institucional del 8 
de març de 2025, Dia Internacional de les Dones, i la declaració d’intencions d’accions 
a promoure per a la igualtat efectiva entre dones i homes des del Departament d’Igualtat 
i Feminisme i la resta de departaments de la Generalitat de Catalunya. Ir a texto

Resolució JUS/620/2025, de 26 de febrer, per la qual s’aprova l’abonament, als ajun-
taments dels municipis de Catalunya on hi ha jutjat de pau, dels imports previstos per 
l’article 52 de la Llei 38/1988, de 28 de desembre, de demarcació i planta judicial, per al 
funcionament d’aquests òrgans judicials durant l’any 2025. Ir a texto

Ordre SLT/22/2025, de 26 de febrer, per la qual s’aprova el Programa d’actuacions es-
tacionals del Servei Català de la Salut per coordinar les diferents xarxes assistencials en 
relació amb el tractament de determinats tipus de pacients durant el període 2024-2025. 
Ir a texto

Decret llei 3/2025, de 4 de març, pel qual s’adopten mesures urgents en matèria de con-
tractació pública. Ir a texto
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https://docm.jccm.es/portaldocm/descargarArchivo.do?ruta=2025/03/20/pdf/2025_2299.pdf&tipo=rutaDocm
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-4169
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=1009281&type=01&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1009132
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5051
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1008861
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1008339
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1007743
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1007775
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1008127


Galicia

LEI 1/2025, do 14 de marzo, de servizos dos medios públicos de comunicación audio-
visual de Galicia para a sociedade dixital. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 14 de febreiro de 2025, da Secretaría Xeral de Emprego e Relacións 
Laborais, pola que se inscribe no Rexistro de convenios colectivos, acordos colectivos 
de traballo e plans de igualdade, a solicitude de depósito do acordo da comisión ne-
gociadora do Convenio colectivo da Fundación Monte do Gozo en que se aproban as 
táboas salariais para o ano 2025. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 14 de febreiro de 2025, da Secretaría Xeral de Emprego e Relacións 
Laborais, pola que se inscribe no Rexistro de convenios colectivos, acordos colectivos 
de traballo e plans de igualdade, a acta da Comisión Paritaria do Convenio colectivo 
para o sector de pompas fúnebres de Galicia na cal se aproban as táboas salariais do 
VII Convenio colectivo para o ano 2025. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 20 de febreiro de 2025, da Secretaría Xeral de Emprego e Relacións 
Laborais, pola que se inscribe no Rexistro de convenios colectivos, acordos colectivos 
de trabalo e plans de igualdade, a acta da Comisión Paritaria do Convenio colectivo de 
actores e actrices de teatro de Galicia en que se actualizaron as táboas salariais para o 
ano 2025. Ir a texto

La Rioja

Ley 1/2025, de 28 de febrero, de medidas urgentes para el acceso a la vivienda. Ir a texto

Decreto 12/2025, de 25 de febrero, por el que se regula el personal del modelo de Aten-
ción Integral Centrada en las Personas, en las residencias de personas mayores y la 
coordinación sociosanitaria en la atención de los cuidados. Ir a texto

Ley 1/ 2025, de 28 de febrero, de medidas urgentes para el acceso a la vivienda. Ir a texto

Madrid

Ley 7/2024, de 26 de diciembre, de medidas para un desarrollo equilibrado en materia 
de medio ambiente y ordenación del territorio. Ir a texto

Ley 8/2024, de 26 de diciembre, de medidas para la mejora de la gestión pública en el 
ámbito local y autonómico de la Comunidad de Madrid. Ir a texto

Ley 9/2024, de 26 de diciembre, de Presupuestos Generales de la Comunidad de Madrid 
para el año 2025. Ir a texto

Orden de 17 de febrero de 2025, de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, por 
la que se modifica la Orden de 10 de febrero de 2023, por la que se dictan Instruccio-
nes para la contratación de personal laboral temporal, el nombramiento de funcionarios 
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https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2025/20250318/AnuncioC3B0-170325-0001_gl.pdf
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2025/20250313/AnuncioG0767-030325-0006_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2025/20250313/AnuncioG0767-280225-0005_gl.html
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2025/20250313/AnuncioG0767-280225-0006_gl.html
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5052
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33787063-1-PDF-567813
http://ias1.larioja.org/boletin/Bor_Boletin_visor_Servlet?referencia=33566502-1-PDF-567929
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5522
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5523
https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5524


interinos, personal estatutario interino y sustituto, y otro personal docente en centros 
docentes no universitarios. Ir a texto

Orden de 17 de febrero de 2025, de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, por 
la que se modifica la Orden de 10 de febrero de 2023, por la que se dictan Instruccio-
nes para la contratación de personal laboral temporal, el nombramiento de funcionarios 
interinos, personal estatutario interino y sustituto, y otro personal docente en centros 
docentes no universitarios. Ir a texto

Murcia

Ley 1/2025, de 17 de febrero, de modificación de la Ley 5/2001, de 5 de diciembre, de 
personal estatutario del Servicio Murciano de Salud. Ir a texto

Navarra

Ley Foral 2/2025, de 3 de marzo, por la que se aprueba el Plan de Estadística de Navarra 
2025-2028, y se modifica la Ley Foral 11/1997, de 27 de junio, de Estadística de Navarra. 
Ir a texto

DECRETO FORAL 14/2025, de 26 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de 
organización y funcionamiento del Consejo de Navarra. Ir a texto

DECRETO FORAL 109/2024, de 11 de diciembre, por el que se modifican los decretos 
forales por los que se establecen las estructuras y los currículos de los títulos de formación 
profesional de grado medio y se establecen aspectos básicos de ordenación de dichas 
enseñanzas, en la Comunidad Foral de Navarra, para su adaptación a las disposiciones 
establecidas en la Ley Orgánica 3/2022, de 31 de marzo, de ordenación e integración de 
la Formación Profesional. Ir a texto

Euskadi

Real Decreto 104/2025, de 18 de febrero, por el que se crea la especialidad de Trikitixa 
en las enseñanzas profesionales de música y se establecen los aspectos básicos del 
currículo de esta especialidad. Ir a texto

Valencia

DECRETO 44/2025, de 17 de marzo, del Consell, por el cual se crea el Consejo Valenciano 
de Igualdad entre Mujeres y Hombres. Ir a texto

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 M

A
R

Z
O

 2
0

2
5

35

https://www.bocm.es/bocm-20250303-20
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5610
https://bon.navarra.es/es/anuncio/-/texto/2025/52/0
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-4409
https://dogv.gva.es/es/resultat-dogv?signatura=2025/6484


Negociación 

colectiva

ESTATAL

Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acta de la revisión salarial para el año 2024 y el incremento salarial 
para el año 2025 del Convenio colectivo para las industrias del frío industrial. Ir a texto

Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo parcial de actualización de tablas salariales para el año 2025 
del III Convenio colectivo estatal regulador de las relaciones laborales entre los producto-
res de obras audiovisuales y los actores que prestan servicios en las mismas. Ir a texto

Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acta de revisión de las tablas salariales para el año 2024 del VII 
Convenio colectivo de Sintax Logística, SA. Ir a texto

Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de modificación del Convenio colectivo de Placas de Piezas 
y Componentes de Recambio, SAU. Ir a texto

Resolución de 10 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de modificación parcial del VII Convenio colectivo de Su-
permercados Grupo Eroski. Ir a texto

ESTATAL Y AUTONÓMICA
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Resolución de 6 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la revisión salarial para el año 2025 del Convenio colectivo del comercio 
minorista de droguerías y perfumerías. Ir a texto

Resolución de 3 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Crit Interim España ETT, SL. Ir a texto

Resolución de 3 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Severiano Servicio Móvil, SAU. Ir a texto

Resolución de 3 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registran y publican las tablas salariales del año 2024 y la revisión salarial para el año 
2025 del Convenio colectivo de Telefónica Audiovisual Digital, SLU. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registran y publican las tablas salariales de los centros de educación especial para los 
años 2023 y 2024 del XV Convenio colectivo general de centros y servicios de atención 
a personas con discapacidad. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Delcom Delivery, SL. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Mediterránea Merch, SL, para los centros de 
trabajo de Alicante, Murcia y Valencia. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo del sector de comercio al por mayor e importa-
dores de productos químicos industriales y de droguería, perfumería y anexos. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la modificación de Convenio colectivo de Disa Holding Energético, SLU. 
Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica la tabla salarial provisional del año 2025 del Convenio colectivo básico, 
de ámbito estatal, para la fabricación de conservas vegetales. Ir a texto

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registran y publican las tablas salariales del año 2024 del Convenio colectivo del personal 
laboral del Consejo de Administración del Patrimonio Nacional. Ir a texto

Resolución de 3 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se co-
rrigen errores en la de 5 de febrero de 2025, por la que se registra y publica el Convenio 
colectivo del grupo Aviapartner Ground Handling. Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de Refresco Iberia, SAU, para los centros de 
trabajo de Oliva (Valencia) y Alcolea (Córdoba). Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que 
se registra y publica la modificación del V Convenio colectivo de Air Europa Líneas 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-5099
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2025%2F03%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2025-4888.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281608640%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=lgFJDtmzDt%2BGDwEpCbdrwBDrdJ5kn14CvGeW7YPMWsw%3D&reserved=0
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2025%2F03%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2025-4889.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281639365%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=%2BUE6eMV37asDs2QFvVDU1hEwP%2FE8WNqZkrybPgzXaFg%3D&reserved=0
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.boe.es%2Fboe%2Fdias%2F2025%2F03%2F12%2Fpdfs%2FBOE-A-2025-4890.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281668706%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=KB96WZwnUcPfKmr3PdBDEcN5s1Ty1oOV1m8E5VrUb1E%3D&reserved=0
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4805.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4806.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4807.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4808.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4809.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4810.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4811.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/11/pdfs/BOE-A-2025-4812.pdf
https://www.boe.es/boe/dias/2025/03/05/pdfs/BOE-A-2025-4386.pdf


Aéreas, SAU, y su personal de tierra (excepto técnicos de mantenimiento aeronáutico). 
Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de modificación del IV Convenio colectivo de tripulantes de 
cabina de pasajeros de Air Europa Líneas Aéreas, SAU. Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Acuerdo de modificación del VI Convenio colectivo de Air Europa 
Líneas Aéreas, SAU (Técnicos Mantenimiento de Aeronaves). Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
registra y publica el Convenio colectivo de la industria azucarera. Ir a texto

AUTONÓMICA

Andalucía

Resolución de 3 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Seguridad y Salud 
Laboral, por la que se procede a la publicación del V Convenio Colectivo de la empresa 
Diario ABC Andalucía, S.L.U. Ir a texto

Asturias

Resolución de 27 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación del convenio colectivo de 
empresa TK Escalator Norte, S. A., en el Registro de convenios colectivos, acuerdos co-
lectivos de trabajo y planes de igualdad dependiente de la Dirección General de Empleo 
y Asuntos Laborales. Ir a texto

Resolución de 20 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Formación 
y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación del acuerdo parcial para la 
modificación del convenio colectivo de empresa Bomberos del Principado de Asturias, 
actualmente integrada en el Organismo Autónomo Servicio de Emergencias del Princi-
pado de Asturias, en el Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo 
y planes de igualdad de la Dirección General de Empleo y Asuntos. Ir a texto

Resolución de 18 de febrero de 2025, de la Consejería de Ciencia, Empresas, Forma-
ción y Empleo, por la que se ordena la inscripción y publicación de la modificación del 
Convenio colectivo de sector Transporte por Carretera del Principado de Asturias, en el 
Registro de convenios colectivos, acuerdos colectivos de trabajo y planes de igualdad 
de la Dirección General de Empleo y Asuntos Laborales. [Cód. 2025-01391]. Ir a texto

Canarias

Resolución de 20 febrero de 2025, por la que se acuerda la inscripción, depósito y pu-
blicación del Acuerdo de 30 de octubre de 2024, de la Comisión Paritaria del Convenio 
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https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2025-4233
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https://sede.asturias.es/bopa/2025/03/05/2025-01463.pdf
https://sede.asturias.es/bopa-disposiciones?p_p_id=pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb&p_p_lifecycle=0&_pa_sede_bopa_web_portlet_SedeBopaDispositionWeb_mvcRenderCommandName=%2Fdisposition%2Fdetail&p_r_p_dispositionText=2025-01391&p_r_p_dispositionReference=2025-01391&p_r_p_dispositionDate=03%2F03%2F2025


Colectivo de la empresa Fred Olsen, S.A. y su Personal de Flota, sobre interpretación de 
varios artículos del citado Convenio. Ir a texto

Cantabria

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la Mesa 
Negociadora del Convenio Colectivo de la empresa Tratamiento Integral de Residuos 
de Cantabria, Tircantabria SLU, con fecha 22 de enero de 2025, por el que se acuerda 
ampliar la duración del Convenio Colectivo otro año más, hasta el 31 de diciembre de 
2024 alcanzado un acuerdo sobre el incremento salarial de aplicación para el año 2024, 
modificando los artículos 2 y 17 del citado Convenio Colectivo y aportando las tabla 
retributiva del año 2024. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la Co-
misión Negociadora del Convenio Colectivo del Comercio Almacenistas de Coloniales de 
Cantabria, con fecha 29 de enero de 2025, por el que se acuerda establecer los salarios 
definitivos para el año 2024. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la Co-
misión Negociadora del Convenio Colectivo del Comercio Almacenistas de Coloniales de 
Cantabria, con fecha 29 de enero de 2025, por el que se acuerda establecer los salarios 
provisionales para el año 2025. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la Co-
misión Negociadora del Convenio Colectivo de la Asociación Cantabria Acoge, con fecha 
20 de enero de 2025, por el que se dan a conocer las tablas salariales que estarán vigentes 
durante el periodo comprendido entre el 1 de enero de 2025 hasta el 31 de diciembre de 
2025, conforme interpretación del artículo 9 del IV Convenio Colectivo. Ir a texto

Resolución disponiendo la inscripción en el Registro y publicación del Acuerdo de la Comi-
sión Negociadora del Convenio Colectivo de Detallistas de Alimentación de Cantabria, con 
fecha 31 de enero de 2025, por el que se acuerda efectuar la actualización de las tablas 
salariales para el año 2025, prevista en el artículo 19 del Convenio Colectivo. Ir a texto

Castilla y León

RESOLUCIÓN de 7 de marzo de 2025, de la Dirección General de Trabajo y Prevención 
de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro Central de con-
venios y acuerdos colectivos de trabajo, y la publicación de la tabla salarial provisional 
del año 2025 del Convenio Colectivo del «Grupo Itevelesa, S.L.», código de convenio 
78100042012012. Ir a texto

RESOLUCIÓN de 26 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo y Preven-
ción de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción en el Registro Central 
de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo y la publicación, de las tablas salariales 
para el año 2025 del convenio colectivo del sector de Empleados de Fincas Urbanas de 
la Comunidad Autónoma de Castilla y León. Ir a texto
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https://sede.gobiernodecanarias.org/boc/boc-a-2025-045-905.pdf
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=417333
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=417083
https://boc.cantabria.es/boces/verAnuncioAction.do?idAnuBlob=417084
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https://bocyl.jcyl.es/html/2025/03/20/html/BOCYL-D-20032025-13.do
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fbocyl.jcyl.es%2Fboletines%2F2025%2F03%2F12%2Fpdf%2FBOCYL-D-12032025-20.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281712461%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=G50AN85H4J41CBA1zAC29JXaoiSEHD4NkX6DN4%2FYn%2Bg%3D&reserved=0


RESOLUCIÓN de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo y Prevención 
de Riesgos Laborales, por la que se dispone la inscripción, en el Registro Central de Con-
venios y Acuerdos Colectivos de Trabajo, y la publicación del XXX Convenio Colectivo 
de «El Norte de Castilla, S.A.». Ir a texto

Catalunya

Resolució EMT/854/2025, de 4 de març, per la qual es disposen la inscripció i la publicació 
del Conveni col·lectiu de treball del sector de masses congelades de Catalunya per als 
anys 2023 a 2026. Ir a texto

RESOLUCIÓN do 27 de febreiro de 2025, da Secretaría Xeral de Emprego e Relacións 
Laborais, pola que se dispón o depósito e a inscrición no Rexistro de convenios colecti-
vos, acordos colectivos de traballo e plans de igualdade da acta da Comisión Paritaria do 
IV Convenio colectivo autonómico de eventos, servizos e producións culturais de Galicia 
en que se actualizaron as táboas salariais para o ano 2025. Ir a texto

Resolució EMT/834/2025, de 7 de març, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acta de la Comissió Paritària del XII Conveni col·lectiu dels establiments sa-
nitaris d’hospitalització, assistència, consulta i laboratoris d’anàlisis clíniques (codi núm. 
79000815011994). Ir a texto

Resolució EMT/818/2025, de 28 de febrer, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acta de la 6a reunió de la Comissió Negociadora del Conveni col·lectiu d’àmbit 
nacional de Catalunya per al sector d’aparcaments, estacionaments regulats de superfície, 
garatges, servei de rentat i greixatge de vehicles (codi núm. 79001575011999). Ir a texto

Resolució EMT/820/2025, de 4 de març, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acord de revisió salarial per a l’any 2024 de la Mesa Negociadora del Conveni 
col·lectiu de treball d’àmbit de Catalunya per als centres de desenvolupament infantil i 
atenció precoç (codi núm. 79002585012007). Ir a texto

Resolució EMT/733/2025, de 28 de febrer, per la qual es disposen la inscripció i la publi-
cació de l’Acta de la Comissió Paritària del Conveni col·lectiu del sector del comerç de 
Catalunya per a subsectors i empreses sense conveni propi relativa a les taules salarials 
per a l’any 2025. Ir a texto

Correcció d’errades a la Resolució EMT/399/2025, de 31 de gener, per la qual es disposen 
la inscripció i la publicació de l’Acord de la Comissió Negociadora del Conveni col·lectiu 
de treball del cicle integral de l’aigua de Catalunya relatiu a les taules salarials per a l’any 
2024 (codi núm. 79100125012014) (DOGC núm. 9352, de 17.2.2025). Ir a texto

Extremadura

Resolución de 25 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos del Trabajo de 
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https://bocyl.jcyl.es/boletines/2025/03/05/pdf/BOCYL-D-05032025-11.pdf
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=1009230&type=01&language=ca_ES
https://www.xunta.gal/dog/Publicados/2025/20250317/AnuncioG0767-040325-0003_gl.html
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1009156
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1009033
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1009003
https://portaldogc.gencat.cat/utilsEADOP/AppJava/PdfProviderServlet?documentId=1008641&type=01&language=ca_ES
https://dogc.gencat.cat/ca/document-del-dogc/?documentId=1008372


la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del X Convenio 
Colectivo de la empresa Corporación de Medios de Extremadura, SA. Ir a texto

Resolución de 26 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del Convenio 
Colectivo de Trabajo del sector comercio de ópticas de la provincia de Badajoz. Ir a texto

Resolución de 26 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del Convenio 
Colectivo de Trabajo de la empresa Urbaser, SA, en su centro Ecoparque de Villanueva 
de la Serena. Ir a texto

Resolución de 13 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del Convenio 
Colectivo de Trabajo del sector comercio de la madera, el mueble y la marquetería de la 
provincia de Badajoz. Ir a texto

Resolución de 26 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de la 
Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del Acta, de fecha 11 
de febrero de 2025, suscrita por los miembros integrantes de la Comisión Negociadora 
del Convenio Colectivo de transporte de mercancías por carretera de la provincia de Cá-
ceres en la que se recogen los acuerdos para proceder a la modificación del artículo 27 
y se determina la cuantificación del plus de trabajo en festivo establecido en el artículo 
20, apartado f, del citado convenio. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el 
registro y publicación del acuerdo de Revisión Tabla Salarial y Modificación del convenio 
colectivo del Sector Limpieza Pública Viaria. Ir a texto

Resolución de la Dirección General de Trabajo, por la que se dispone la inscripción en el 
registro y publicación del acuerdo de modificación del acuerdo de condiciones de trabajo de 
los empleados públicos del Ayuntamiento San Javier y sus organismos públicos. Ir a texto

Resolución de 13 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, por la que se 
ordena la inscripción en el Registro de Convenios y Acuerdos Colectivos de Trabajo de 
la Comunidad Autónoma de Extremadura y se dispone la publicación del texto del Con-
venio Colectivo de Trabajo del Sector Comercio Textil (Mayor y Menor) de la provincia 
de Badajoz. Ir a texto

Madrid

Resolución de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del Acuerdo de 
Modificación del Convenio Colectivo de la empresa General Logistics Systems Spain, 
S. A. Ir a texto
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https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdoe.juntaex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2025%2F490o%2F25060759.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281754196%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=xJ2AYru9JPijozLEehsYqcU32RHVxnj2aSMRcTmpEhA%3D&reserved=0
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fdoe.juntaex.es%2Fpdfs%2Fdoe%2F2025%2F490o%2F25060775.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281774435%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=TRQYRUV6JB0iB4EVKYmoYG46AYdN07spIDiVZAhDdcA%3D&reserved=0
https://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2025/480o/25060761.pdf
https://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2025/470o/25060746.pdf
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/1036/txt?id=834672
https://www.borm.es/services/anuncio/ano/2025/numero/1037/txt?id=834673
https://doe.juntaex.es/pdfs/doe/2025/420o/25060585.pdf
https://www.bocm.es/bocm-20250307-16


Resolución de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación del acuerdo al-
canzado entre la representación legal del Ayuntamiento de Villaviciosa de Odón (personal 
laboral) y los representantes legales de sus trabajadores. Ir a texto

Resolución de 21 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de las tablas 
salariales del año 2025 del Convenio Colectivo de la Federación de Servicios a la Ciuda-
danía de Comisiones Obreras (Comisión Ejecutiva Federal), suscrito por la Comisión de 
Seguimiento del mismo. Ir a texto

Resolución de 14 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial de 2025 del convenio colectivo del Sector de Limpieza de Edificios y Locales 
de la Comunidad de Madrid, suscrita por la Asociación de Empresarios de Limpieza de 
Madrid (AELMA) y la Asociación Profesional de Empresas de Limpieza (ASPEL) y por la 
Representación Sindical CCOO del Hábitat de Madrid y la FESMC UGT Madrid (Código 
número 28002585011981). Ir a texto

Resolución de 14 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo de la Consejería 
de Economía, Hacienda y Empleo, sobre registro, depósito y publicación de la revisión 
salarial de 2025 del convenio colectivo del Sector de Limpieza de Edificios y Locales 
de la Comunidad de Madrid, suscrita por la Asociación de Empresarios de Limpieza de 
Madrid (AELMA) y la Asociación Profesional de Empresas de Limpieza (ASPEL) y por la 
Representación Sindical CCOO del Hábitat de Madrid y la FESMC UGT Madrid (Código 
número 28002585011981). Ir a texto

Navarra

RESOLUCIÓN 33C/2025, de 7 de febrero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Acuerdo de revisión salarial para el año 2025 del Convenio Colectivo Agro-
pecuario de Navarra. Ir a texto

RESOLUCIÓN 20C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Tigruti ITG S.L. para el centro de trabajo 
de Valtierra. Ir a texto

RESOLUCIÓN 23C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Golf Gorraiz S.A. Ir a texto

RESOLUCIÓN 16C/2025, de 17 de enero, del director general de Economía Social y Trabajo, 
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra del 
Convenio Colectivo de la empresa Servicios de la Comarca de Pamplona, S.A. Ir a texto

RESOLUCIÓN 17C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Solidus Solutions Videcart S.A. Ir a texto
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RESOLUCIÓN 18C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Planasa Equities SLU para el centro de 
trabajo de Valtierra. Ir a texto

RESOLUCIÓN 2C/2025, de 3 de enero, del director general de Economía Social y Trabajo, 
por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de Navarra 
del Convenio Colectivo de la asociación de empresarios de almacenistas de Frutas, Ver-
duras, Patatas y Plátanos de Navarra. Ir a texto 

RESOLUCIÓN 21C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo de la empresa Club de Golf Ulzama. Ir a texto

RESOLUCIÓN 24C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Acuerdo o Pacto Mixto para el personal funcionario y para personal contra-
tado administrativo del Ayuntamiento de Berriozar. Ir a texto

RESOLUCIÓN 25C/2025, de 30 de enero, del director general de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Convenio Colectivo del Ayuntamiento de Berriozar para el personal laboral. 
Ir a texto

RESOLUCIÓN 37C/2025, de 15 de febrero, del Director General de Economía Social y 
Trabajo, por la que se acuerda el registro, depósito y publicación en el Boletín Oficial de 
Navarra del Acuerdo de revisión salarial para el año 2025 del Convenio Colectivo de la 
empresa Torraspapel S.A. Ir a texto

Euskadi

Convenio colectivo de la empresa Goxara, S.L. (Matia Goxara): servicio de ayuda a do-
micilio de Villabona. Ir a texto

Convenio colectivo de la empresa UTE Miramon 2023. Ir a texto

Acuerdo de modificación del convenio colectivo de la empresa General Logistics Systems 
Spain, S.A. (centro de trabajo de San Sebastián). Ir a texto

Revisión de tablas 2025 del convenio colectivo extraestatutario para la industria del trans-
porte de mercancías por carretera y agencias de Álava. Salgaien errepideko garraioaren 
industriarako eta Arabako agentzietarako estatutuz kanpoko hitzarmen kolektiboaren 
2025. urterako taulen berrikuspena. Ir a texto

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación 
y depósito de la modificación del Convenio Colectivo del grupo de empresas Seguros 
Lagun Aro (Seguros Lagun Aro, S.A., Seguros Lagun Aro Vida, S.A., Seguros Lagun 
Aro 2003, Erabakia Ekonomia, Lan eta Enplegu Saileko Lan eta Gizarte Segurantzako 
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Bizkaiko Lurralde ordezkariarena. Honen bidez ebazten da Lagun Aro Aseguruak (Lagun 
Aro Aseguruak, S.L., Lagun Aro Bizitza Aseguruak, S.A., Lagun Aro 2003 Aseguruak, 
A.I.E) empresa taldearen Hitzarmen Kolektiboaren aldaketa erregistratu, gordailu egin 
eta argitaratzea. Ir a texto

Convenio colectivo de la empresa Cintas Adhesivas Ubis, S.A. Cintas Adhesivas Ubis SA 
enpresaren hitzarmen kolektiboa. Ir a texto

Erabakia Ekonomia, Lan eta Enplegu Saileko Lan eta Gizarte Segurantzako Bizkaiko 
Lurralde ordezkariarena. Honen bidez ebazten da Clínica Vicente San Sebastián, S.A. 
(IMQ Virgen Blanca lantokia) enpresaren Hitzarmen Kolektiboa erregistratu, gordailu egin 
eta argitaratzea. Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo y Seguridad Social de 
Bizkaia del Departamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el re-
gistro, publicación y depósito del Convenio Colectivo de la empresa Clínica Vicente San 
Sebastián, S.A. (Centro IMQ Virgen Blanca). Ir a texto

Resolución de la Delegada Territorial de Trabajo, y Seguridad Social de Bizkaia del Depar-
tamento de Economía, Trabajo y Empleo, por la que se dispone el registro, publicación 
y depósito del Convenio Colectivo de la empresa Centro de Ayuda Especializada, S.L. 
Ir a texto

Valencia

RESOLUCIÓN de 13 de febrero de 2025, de la Dirección General de Trabajo, Cooperati-
vismo y Seguridad Laboral, por la que se disponen el registro y la publicación del texto 
del acta de la Comisión paritaria del Convenio colectivo de estaciones de servicio de la 
Comunitat Valenciana, al objeto de proceder a la actualización de las tablas salariales. 
Ir a texto

Accede a todas nuestras publicaciones a través de la web

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 M

A
R

Z
O

 2
0

2
5

https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fwww.bizkaia.eus%2Flehendakaritza%2FBao_bob%2F2025%2F03%2F12%2FIII-45_cas.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281817216%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=dulwhaoIIF110VD8FbOZ0Qw5CqlKWFnh%2FcJENxtANCo%3D&reserved=0
https://eur03.safelinks.protection.outlook.com/?url=https%3A%2F%2Fegoitza.gipuzkoa.eus%2Fgao-bog%2Fcastell%2Fbog%2F2025%2F03%2F12%2Fc2501534.pdf&data=05%7C02%7Co.ferrer%40poderjudicial.es%7C20fbfdb04e8a4dc4b07708dd613c1c25%7Cf03141601214426d895deed7382fdeb4%7C1%7C0%7C638773633281839431%7CUnknown%7CTWFpbGZsb3d8eyJFbXB0eU1hcGkiOnRydWUsIlYiOiIwLjAuMDAwMCIsIlAiOiJXaW4zMiIsIkFOIjoiTWFpbCIsIldUIjoyfQ%3D%3D%7C0%7C%7C%7C&sdata=TLeoZfX1%2BhOiuw77uvT9hQCzxbVJi580kn2IxfKx0pM%3D&reserved=0
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/03/11/III-42_cas.pdf
https://www.bizkaia.eus/lehendakaritza/Bao_bob/2025/03/05/III-37_cas.pdf
https://dogv.gva.es/va/inici/
https://www.juecesdemocracia.es/


TRIBUNAL 

CONSTITUCIONAL

TRIBUNAL SUPREMO

TRIBUNAL SUPERIOR  

DE JUSTICIA

JUZGADOS DE LO SOCIAL

TRIBUNAL DE JUSTICIA  

DE LA UNIÓN EUROPEA

TRIBUNAL EUROPEO  

DE DERECHOS HUMANOS

Tribunal 

Constitucional

JURISPRUDENCIA

ACOSO LABORAL

STS 28/2025, de 10 de 

febrero. Ir a texto

Recurso de amparo 3672-2022. Promovido 
por don Antonio Rico Bellido respecto de 
las resoluciones dictadas por las salas de 
lo contencioso-administrativo del Tribunal 
Supremo y del Tribunal Superior de Justicia 
de la Comunidad Valenciana que desesti-
maron su reclamación de responsabilidad 
patrimonial por acoso laboral.

Vulneración del derecho a la integridad fí-
sica y moral en relación con el derecho a 
la tutela judicial efectiva: resoluciones judi-
ciales que no ponderaron adecuadamente 
los indicios de hostigamiento padecido por 
quien formuló denuncia por irregularidades 
en el funcionamiento de la Policía Local de 
Torrevieja (Alicante).

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN 

DE NACIMIENTO

STC 47/2025, 48/2025, 

49/2025 y 50/2025 de 24  

de febrero. Ir a texto

Recursos promovidos en relación con las 
resoluciones administrativas y judiciales 
que desestimaron la petición de revisión y 
ampliación de la prestación por nacimiento 
y cuidado de hijo menor, como madre bio-
lógica de familia monoparental.

Vulneración del derecho a la igualdad ante 
la ley sin discriminación por razón de na-
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cimiento: resoluciones judiciales y ad-
ministrativas que aplican una regulación 
legal declarada inconstitucional en la STC 
140/2024, en tanto que omite la posibilidad 
de que las madres biológicas de familias 
monoparentales, trabajadoras por cuenta 
ajena, puedan ampliar su permiso por naci-
miento disfrutando del permiso que corres-
pondería al otro progenitor, caso de existir

STC 29/2025 y STC 30/2025, 

STC 32/2025, 33 a 36/2025, 

38 y 39/2025 de 10 de 

febrero. Ir a texto

Recursos promovidos en relación con las 
resoluciones administrativas y judiciales 
que desestimaron la petición de revisión y 
ampliación de la prestación por nacimiento 
y cuidado de hijo menor, como madre bio-
lógica de familia monoparental.

Vulneración del derecho a la igualdad ante 
la ley sin discriminación por razón de na-
cimiento: resoluciones judiciales y ad-
ministrativas que aplican una regulación 
legal declarada inconstitucional en la STC 
140/2024, en tanto que omite la posibilidad 
de que las madres biológicas de familias 
monoparentales, trabajadoras por cuenta 
ajena, puedan ampliar su permiso por naci-
miento disfrutando del permiso que corres-
pondería al otro progenitor, caso de existir.

Tribunal 

Supremo

CESIÓN ILEGAL

STS 26/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 133/2022 
No de Resolución: 132/2025 
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE

Resumen: Cesión ilegal: Prescripción: se 
debate la prescripción de la acción de re-
clamación de salarios como consecuencia 
de una cesión ilegal. Se reclama la dife-
rencia entre el salario percibido por la tra-
bajadora en la empresa cedente y el que 
hubiera debido cobrar en la empresa ce-
sionaria. El día inicial de la prescripción ex-
tintiva se produce desde que se devengan 
los salarios, sin necesidad de que se dicte 
una sentencia que declare la existencia de 
cesión ilegal. 

COMPLEMENTOS 

SALARIALES

STS 04/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 3222/2023 
No de Resolución: 165/2025
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Complementos salariales: Plus 
Festivo. Los trabajadores contratados a 
tiempo parcial para prestar servicios los 
sábados, domingos y festivos, tienen de-
recho a percibir el plus de festivos y do-
mingos que contempla el art. 29.4 del 
Convenio Colectivo del Sector de Limpieza 
de Edificios y Locales de la Comunidad 
de Madrid. el trabajador contratado para 
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prestar servicios exclusivamente los sába-
dos, domingos y festivos sólo se distingue 
del que ocasionalmente realiza turnos esos 
días en que su dedicación es la propia del 
contrato a tiempo parcial y dentro de éste 
la carga que supone el trabajar en esos 
días no laborables se produce con mayor 
intensidad”.

Consecuentemente, no puede entenderse 
justificada la exclusión del plus festivo 
cuando no va acompañada de un régi-
men de retribución alternativo que per-
mita compensar el mayor gravamen que 
supone la dedicación permanente al tra-
bajo en esos días.

CONTRATO DE OBRA  

Y SERVICIO

STS 18/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 306/2024
Nº de Resolución: 112/2025 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Contrato de obra y servicio:  No 
es conforme a derecho el contrato tempo-
ral para obra o servicio determinado cuya 
causa es la jubilación definitiva de una tra-
bajadora de la empresa, formalizado con 
anterioridad al Real Decreto Ley 32/2021, 
de 28 de diciembre, de medidas urgentes 
para la reforma laboral, la garantía de la es-
tabilidad en el empleo y la transformación 
del mercado de trabajo. 

No cabe sostener la validez del contrato de 
obra o servicio determinado subsiguiente 
a la extinción del contrato de relevo, cuya 
causa de temporalidad es justamente la 
jubilación total y definitiva del trabajador 
relevado, ya sea al momento de alcanzar 
la edad ordinaria que le corresponda o por 
jubilación anticipada. 

Lo determinante es que el anteriormente 
relevado extingue de manera definitiva la 

relación laboral porque pasa a situación de 
jubilación total. Esa circunstancia no puede 
ser invocada como causa de temporalidad 
para concertar un contrato de obra o ser-
vicios determinado. La necesidad produc-
tiva derivada de la jubilación total carece de 
toda autonomía y sustantividad propia den-
tro de la actividad ordinaria de la empresa, 
y en caso de no amortizarse el puesto de 
trabajo, es evidente que tampoco cabe una 
limitación temporal de su duración porque 
se trata de atender una actividad ordinaria, 
permanente e indefinida como era la des-
empeñada por el jubilado 

CONVENIO COLECTIVO

STS 26/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 65/2023 
No de Resolución: 131/2025   
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: Convenio colectivo: Compe-
tencia del TSJ Asturias para resolver el 
conflicto.  

La competencia para conocer de una pre-
tensión de conflicto colectivo viene dada 
por el alcance territorial de los efectos del 
conflicto colectivo planteado. Desde luego 
no cabe extender un litigio colectivo basán-
dose en una potencial afectación distinta 
de la señalada en demanda o en puras con-
jeturas o hipótesis de futuro. 

Convenio aplicable: los trabajadores que la 
empresa tiene en Asturias prestando ser-
vicios en tres concretas contratas, y a los 
que no aplica ningún convenio colectivo, 
sino únicamente los mínimos del Estatuto 
de los Trabajadores, se les debe aplicar el 
Convenio colectivo estatal de empresas de 
servicios auxiliares de información, recep-
ción, control de accesos y comprobación 
de instalaciones.
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DESPIDO

STS 26/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2075/2024 
No de Resolución: 154/2025   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Despido: la actora, cuyo con-
trato temporal fue declarado fraudulento, 
tiene derecho a optar entre la readmisión 
o la indemnización prevista en favor de la 
persona trabajadora en el convenio colec-
tivo del ayuntamiento, aunque la extinción 
de su contrato se produjera antes de que 
hubiera transcurriera un año, toda vez que 
el convenio excluye de su ámbito de apli-
cación personal a quienes «lleven menos 
de año.» Cabe entender que la fraudu-
lenta duración contractual de nueve me-
ses va encaminada precisamente a tratar 
de impedir que a la actora se le aplicase 
el convenio colectivo del ayuntamiento, 
entre cuyas previsiones está el derecho 
de opción entre la readmisión o la indem-
nización que venimos mencionando. En 
su fraudulento contrato formativo se in-
dicaba que el convenio colectivo aplica-
ble era el de oficinas y despachos. Pero 
sabido es que la consecuencia del fraude 
de ley es que se aplique la norma que se 
pretendía eludir, que es, precisamente en 
nuestro caso, el convenio colectivo del 
ayuntamiento

DESPIDO COLECTIVO

STS 19/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 185/2024 
No de Resolución: 120/2025 
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Despido colectivo: inadecua-
ción de procedimiento. Presupuesto inex-

cusable para que cualquier pretensión 
pueda ser canalizada a través del proce-
dimiento del artículo 124 LRJS resulta ser, 
sin duda, que se hayan producido extin-
ciones del contrato de trabajo, ya que sin 
ellas no puede apreciarse que estemos 
en presencia de despido alguno. A tal 
cuestión tuvimos ocasión de referirnos 
en la STS 1188/2023, de 19 de diciembre 
(Rcud. 1155/2022) en la que afirmamos 
con rotundidad que el despido requiere 
voluntad extintiva que exige una decisión 
del empresario, expresa o tácita de dar 
por extinguido el contrato de trabajo y, 
a falta de esta -a la que no puede asi-
milarse el hecho de que, tras la pérdida 
de una contrata la empresa empleadora 
haya procedido a tramitar una reducción 
de jornada-, la modalidad procesal de 
despido no es la adecuada para el exa-
men de dicha situación. Añadiendo que 
la conducta empresarial no puede equi-
pararse a un despido tácito puesto que 
resulta evidente la voluntad de mantener 
la prestación de servicios. 

Lo mismo ocurre en el supuesto que exa-
minamos en el que no se ha constatado 
ruptura de vínculo contractual ninguno. 
KONECTA ha seguido manteniendo en 
alta a todos los trabajadores afectados, 
y ha seguido garantizando el intercambio 
de prestación de servicios y salarios. No 
existe, por tanto, despido de clase alguna. 
La demandante equipara la negativa de la 
TGSS a la subrogación de los trabajadores 
adscritos a la contrata a un despido colec-
tivo de hecho. Tal razonamiento podría ser 
aceptado si la empresa saliente hubiese 
procedido a la extinción de los contratos 
expresa o tácitamente; pero tal circunstan-
cia no ha ocurrido porque los trabajado-
res afectados siguen prestando servicios 
en su empresa empleadora. La pretensión 
actora podría ser entendida como la peti-
ción de que se declare el derecho de los 
trabajadores que prestaban servicios en la 
contrata a ser subrogados por la TGSS. 
Esta pretensión legítima -sin perjuicio de 
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las cuestiones relativas a la legitimación 
actora, de su fundamentación jurídica y, 
en consecuencia, de su éxito o fracaso-, 
debería canalizarse a través del procedi-
miento ordinario; en cuyo caso, la compe-
tencia no sería de la Sala de lo Social del 
TSJ de Madrid, sino de los Juzgados de lo 
Social; pero no puede ser examinada en 
un proceso de despido colectivo porque, 
como se reitera, falta el elemento esencial y 
básico de la colectiva extinción contractual 
que no se ha producido. 

DESPIDO DISCIPLINARIO

STS 05/03/2025. Ir a texto 

No de Recurso: 2076/2024 
No de Resolución: 175/2025
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Despido disciplinario: El artículo 
7 del Convenio 158 OIT impone un dere-
cho de audiencia exigible antes de despe-
dir al trabajador, para darle la oportunidad 
de ser oído previamente a la extinción del 
vínculo laboral. Ahora bien, acaecido el 
despido bajo doctrina jurisprudencial acu-
ñada con anterioridad a la STS 1250/2024 
de 18 de noviembre (Rcud 4735/2023), era 
razonable que el empresario no activara un 
requisito que se consideraba no exigible 
hasta entonces.

ENFERMEDAD PROFESIONAL

STS 27/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 4724/2022 
No de Resolución: 157/2025
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Enfermedad profesional: puede 
reconocerse la prestación de incapacidad 
permanente total, derivada de enfermedad 

profesional causada por la inhalación de 
polvo de sílice, al trabajador de profesión 
marmolista diagnosticado de silicosis sim-
ple (grado I), que se encuentra en situación 
de desempleo tras haber cesado en su úl-
tima ocupación cotizada. 

STS 25/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1899/2022 
No de Resolución: 123/2025
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: enfermedad profesional: compa-
tibilidad de la indemnización por IPA deri-
vada de EP con la que perciben la viuda e 
hijas por razón del fallecimiento derivado 
de la misma enfermedad. 

a.	Se declaró a un trabajador en situación 
de incapacidad permanente absoluta (en 
adelante IPA) derivada de enfermedad 
profesional por padecer mesotelioma 
plural como consecuencia de haber es-
tado en contacto con amianto.

b.	Se le reconoció el derecho a percibir una 
indemnización de daños y perjuicios en 
concepto de responsabilidad civil por 
padecer esas dolencias.

c.	Posteriormente ese trabajador falleció 
como consecuencia del mesotelioma 
plural. 

d.	Su viuda y sus dos hijas reclamaron otra 
indemnización de daños y perjuicios por 
la defunción de su esposo y progenitor. 

Aquella indemnización a favor del trabaja-
dor por haber sido declarado en situación 
de IPA no impide que posteriormente su 
viuda y sus dos hijas perciban otra indem-
nización por el fallecimiento. 
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INCAPACIDAD PERMANENTE

STS 27/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5804/2022 
No de Resolución: 159/2025  
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN

Resumen: incapacidad permanente: com-
patibilidad. En caso de concurrencia entre 
el subsidio de incapacidad temporal y la 
prestación de incapacidad permanente 
total, es el beneficiario quien opta por la 
que le sea más favorable y no la entidad 
gestora por la de prestación de cuantía in-
ferior. Con la consecuencia de que, si du-
rante el periodo de concurrencia se aplica 
el subsidio de incapacidad temporal al ser 
más beneficioso, no se abona durante di-
cho periodo la prestación de incapacidad 
permanente total. 

JUBILACIÓN

STS 05/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1238/2023 
No de Resolución: 167/2025
Ponente: IGNACIO GARCIA-PERROTE 
ESCARTIN 

Resumen: jubilación. Trabajador a tiempo 
parcial: la redacción del artículo 247 LGSS 
aplicable por razones temporales al pre-
sente supuesto exigía el coeficiente de 
parcialidad. Este coeficiente se eliminó, por 
la redacción dada al precepto legal por el 
Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo, 
de medidas urgentes para la ampliación de 
derechos de los pensionistas, la reducción 
de la brecha de género y el establecimiento 
de un nuevo marco de sostenibilidad del 
sistema público de pensiones. Y esa elimi-
nación se mantiene por la redacción que el 
Real Decreto-ley 11/2024, de 23 de diciem-
bre, para la mejora de la compatibilidad de 

la pensión de jubilación con el trabajo, da 
al artículo 247 LGSS y que entrará en vigor 
el 1 de abril de 2025. 

Pero, como venimos diciendo, la redacción 
del artículo 247 LGSS aplicable al presente 
caso era la anterior al Real Decreto-ley 
2/2023, de 16 de marzo, que sí exigía el 
coeficiente de parcialidad. 

JUBILACIÓN PARCIAL

STS 05/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 93/2023 
No de Resolución: 172/2025   
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Jubilación parcial: el personal la-
boral de la Administración del Principado 
de Asturias que se encuentra en situación 
de jubilación parcial, tiene derecho a dis-
frutar los días de permiso retribuido por 
asuntos particulares por antigüedad, en la 
proporción que corresponda al tiempo de 
servicios prestados 

JUBILACIÓN NO 

CONTRIBUTIVA

STS 25/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 2859/2022 
No de Resolución: 125/2025   
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: Jubilación no contributiva: la 
ayuda que percibe la parte actora por 
el acogimiento de sus nietos menores 
de edad no es computable a efectos de 
devengar una pensión de jubilación no 
contributiva. Una exégesis contrapuesta 
abocaría a la unidad familiar, y especial-
mente a los menores, cuya protección es 
de superior interés, a colocarse indefecti-
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blemente en el umbral de la pobreza. La 
reseñada STC 140/2024 pauta, en otro de 
sus fragmentos, el acomodamiento a una 
interpretación normativa conforme al art. 
3.1 de la Convención de Naciones Unidas 
sobre los derechos del niño y el art. 24 de 
la Carta de los derechos fundamentales de 
la Unión Europea, en virtud de lo previsto 
en el art. 10.2 de la Constitución Española, 
que ahora trasladamos a fin de garantizar 
también en esta litisaquel interés superior 
del menor.

LIBERTAD SINDICAL

STS 18/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 21/2023 
No de Resolución: 110/2025   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Recurso: Libertad sindical: no concurren 
indicios de vulneración de la libertad sindi-
cal, ni pueda entenderse que la redacción 
del reglamento del fondo fin de carrera de 
AFE y su aplicación práctica carezcan de 
una justificación objetiva y razonable. En 
efecto, partiendo del dato de que no costa 
acreditado en la sentencia recurrida que 
AFE haya percibido ningún ingreso pro-
veniente de la comercialización conjunta 
de los derechos audiovisuales del futbol 
femenino, y teniendo en cuenta que las 
prestaciones discutidas se financian, ex-
clusivamente con fondos propios, el hecho 
de que AFE integre como beneficiarias de 
las prestaciones de fondo fin de carrera 
a las futbolistas afiliadas, ni implica vul-
neración alguna del derecho a la libertad 
sindical del sindicato FUTPRO deman-
dante, ya que la financiación de las alu-
didas prestaciones no provienen de unos 
ingresos relativos a derechos audiovisua-
les en los que pudiera haber participado 
alguna futbolista; y en la medida en que 
FUTPRO podría, bien con los ingresos 

percibidos de la LFFP correspondientes a 
los derechos audiovisuales -si los hubiere 
percibido- o bien con fondos propios es-
tablecer las prestaciones que tuviera por 
conveniente. Y es que, con carácter gene-
ral, parece totalmente lícito que cualquier 
sindicato, con fondos propios, pueda esta-
blecer beneficios dirigidos exclusivamente 
a sus propios afiliados, sin que por ello 
deba considerarse afectado el derecho a la 
libertad sindical de cualquier otro sindicato 
que no lo haga. 

Tampoco percibe la Sala ningún indicio 
de vulneración del derecho al principio de 
igualdad y a la no discriminación por razón 
de sexo, habida cuenta de que el futbol 
profesional está organizado separada-
mente por sexos, teniendo las competicio-
nes masculinas y femeninas ligas distintas 
de cuya organización se ocupan entida-
des distintas (LNFP y LFFP) y atendiendo, 
especialmente por lo que a los presentes 
efectos importa, que la comercialización 
de los derechos audiovisuales se efectúa 
por separado por cada liga, ninguna dis-
criminación puede existir por el hecho de 
que AFE, con cargo a sus fondos propios, 
equipare -a los efectos prestacionales que 
nos ocupan- a sus futbolistas profesiona-
les afiliadas con los profesionales del fut-
bol masculino. 

MODIFICACIÓN SUSTANCIAL 

DE LAS CONDICIONES  

DE TRABAJO

STS 25/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 43/2023 
No de Resolución: 130/2025 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: MSCT :  la instrucción emitida 
por el organismo público demandado de 10 
de mayo de 2022, no supone una modifica-
ción sustancial de condiciones de trabajo 

JU
R

IS
D

IC
C

IÓ
N

 S
O

C
IA

L
 M

A
R

Z
O

 2
0

2
5

51

https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/1213df286fd1d192a0a8778d75e36f0d/20250306
https://www.poderjudicial.es/search/AN/openDocument/a887099ff4c1c9aca0a8778d75e36f0d/20250313


de carácter colectivo, al alterar el sistema 
de cobertura de las bajas médicas y turnos 
de trabajo semanal que venía aplicándose 
con anterioridad conformae a la orden de 
5 de febrero de 2020, sino una mera adap-
tación a la legalidad vigente. 

PAGAS EXTRAORDINARIAS

STS 26/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1911/2023 
No de Resolución: 144/2025   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Pagas extraordinarias:  el actor, 
médico interno residente del Servicio Vasco 
de Salud no tiene derecho a que las pagas 
extraordinarias de diciembre de 2020 y ju-
nio de 2021 incluyan el complemento de 
atención continuada.

PRESTACIÓN POR NACIMIENTO 

Y CUIDADO DE MENOR

STS 19/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 878/2022 
No de Resolución: 118/2025 
Ponente: SEBASTIAN MORALO GALLEGO 

Resumen: Prestación por nacimiento y cui-
dado de menor: en una familia monoparen-
tal la única progenitora que disfrutó de la 
prestación por nacimiento y cuidado del 
menor tiene derecho, además, a la presta-
ción que le hubiera correspondido al otro 
progenitor de haber existido. Aplica doc-
trina STC 140/2024, de 6 de noviembre. 

RECARGO DE PRESTACIONES

STS 26/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 409/2022
No de Resolución: 133/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER

Resumen: Recargo de prestaciones: la ac-
ción interpuesta por la viuda solicitando el 
recargo de prestaciones de su propia pen-
sión de viudedad está prescrita, en un su-
puesto en el que la acción del titular de la 
incapacidad permanente se presentó fuera 
de plazo y se declaró prescrita; esto es, no 
es posible que una vez que el derecho ha 
prescrito se pueda reabrir con ocasión del 
reconocimiento de otra prestación derivada 
de la misma contingencia. 

REVISIÓN DE  

SENTENCIAS FIRMES

STS 18/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 104/2024 
No de Resolución: 114/2025 
Ponente: ANTONIO VICENTE SEMPERE 
NAVARRO 

Resumen: Revisión de sentencias firmes: 
no concurren los presupuestos para que 
la resolución dictada en el proceso penal 
actúe como motivo de revisión de la sen-
tencia laboral. 

a.	Ya hemos dicho que el art. 86.3 LRJS 
exige que la sentencia absolutoria penal 
sea debida a “la inexistencia del hecho o 
por no haber participado el sujeto en el 
mismo”, lo que no sucede en el supuesto 
ahora planteado, en el que la absolución 
del demandante no vino determinada por 
las causas recogidas en el citado artículo 
86.3 LRJS, sino por inexistencia de res-
ponsabilidad penal. 
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b.	La sentencia absolutoria justifica su deci-
sión por no tener los hechos cabida en el 
delito de hurto, tipificado en el artículo 234 
del Código Penal. La ausencia de tipicidad 
deriva de que no concurre la obtención del 
beneficio o ventaja exigido, que constituye 
uno de los elementos del tipo penal, pero 
sin que ello suponga la inexistencia del 
hecho de que el demandante se llevó de 
la empresa dos productos sin abonarlos 
y sin comunicarlo adecuadamente, cual-
quiera que fuese su destino de los pro-
ductos y la intención de su conducta. 

c.	La sentencia penal pone de relieve que 
el trabajador (igual que el resto) no po-
día sacar mercancías de la empresa (“No 
consta protocolo escrito de la empresa, 
no obstante, se admite por la empresa y 
denunciado que ningún trabajador puede 
sacar mercancía alguna de la empresa, 
sin comunicarlo previamente de forma 
fehaciente (...)”) y, sin embargo, está de-
mostrado que el trabajador sí lo hizo (lo 
que reconoce). 

La sentencia del Juzgado de lo Social ya 
tomó en cuenta que el orden penal había 
mediado una absolución (aunque fuese 
provisional). Con mayor detenimiento y 
profusión de argumentos jurispruden-
ciales (ordinarios y constitucionales) , la 
sentencia de suplicación confirmó la re-
solución de instancia y remitió a una de-
manda de revisión ante esta Sala Cuarta 
el supuesto, pero advirtiendo que ello 
cabía solo en el caso de que concurrie-
sen los elementos del artículo 86.3 LRJS. 

d.	La absolución penal no cumple con las 
exigencias que permiten rescindir una 
sentencia laboral firme. En lugar de que-
dar acreditada la inexistencia del hecho 
o el no haber participado el sujeto en los 
acontecimientos que desencadenaron la 
sentencia del orden social, sucede todo 
lo contrario. La sentencia absolutoria, 
como acabamos de exponer confirma 
la realidad de la conducta en que se ba-

saba el despido (Fundamento Primero.1) 
y su calificación judicial como proce-
dente (Fundamento Primero.2). 

RIESGO DURANTE  

LA LACTANCIA

STS 27/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 1182/2023 
No de Resolución: 161/2025   
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Riesgo durante la lactancia: la 
trabajadora puede acudir a la vía judicial en 
reclamación del subsidio por riesgo durante 
la lactancia cuando la Entidad Gestora o la 
Mutua Colaboradora, con quien la empresa 
tenga concertadas las contingencias pro-
fesionales, no emite el certificado médico 
de existencia de riesgo y decide no seguir 
con el trámite para el reconocimiento de 
la prestación, habiendo agotado la trabaja-
dora la vía administrativa previa frente a esa 
denegación. No es necesario que, previa-
mente, la trabajadora presente una solici-
tud expresa de reconocimiento del subsidio 
ante la entidad competente. 

STS 27/02/2025. Ir a texto

No de Recurso: 912/2023
No de Resolución: 160/2025 
Ponente: MARIA LUZ GARCIA PAREDES 

Resumen: Riesgo durante la lactancia:  La 
trabajadora que, tras concluir el periodo de 
maternidad, solicita el subsidio por riesgo 
durante la lactancia, tiene derecho a el sub-
sidio a partir de entonces, aunque, ante la 
desestimación en vía administrativa del 
subsidio y durante la reclamación en vía ju-
dicial, haya tenido que acogerse a permisos 
o vacaciones para eludir el riesgo durante 
la lactancia que, finalmente, ha sido reco-
nocido como existente
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SUCESIÓN DE EMPRESAS

STS 04/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5377/2023 
No de Resolución: 166/2025
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Sucesión de empresas: ha exis-
tido sucesión de plantilla y, en consecuen-
cia, transmisión de unidad productiva entre 
el Centro de Investigaciones Sociológicas 
(CIS) y TRAGSATEC en un supuesto en el 
que el organismo público decidió terminar 
su relación con el personal de encuestas y 
encomendar a TRAGSATEC la realización 
de las mismas a través de un “encargo 
de larga duración”; y, en consecuencia,   
la no subrogación en la posición de em-
presario frente a la actora y su cese debe 
considerarse un despido que se califica de 
improcedente. 

STS 05/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 4728/2023 
No de Resolución: 174/2025   
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Sucesión de empresas: la nueva 
empresa adjudicataria de la contrata debe 
de subrogase en los demandantes, te-
niendo en cuenta que la empresa adjudica-
taria anterior para la que venían prestando 
sus servicios había aplicado un despido co-
lectivo por causas productivas consistentes 
en la pérdida de la contrata, que afectaba a 
la totalidad de la plantilla y que finalizó con 
acuerdo suscrito con el único delegado de 
personal.   La nueva contratista adquiere de 
la anterior algunos elementos patrimoniales 
y contrata a un número significativo de los 
trabajadores que prestaban servicios en la 
contrata para la empresa anterior, por lo 
que procede la sucesión. 

STS 05/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 4728/2023 
No de Resolución: 174/2025  
Ponente: ANGEL ANTONIO BLASCO 
PELLICER 

Resumen: Sucesión de empresas: La 
nueva empresa adjudicataria de la con-
trata debe de subrogase en los deman-
dantes, teniendo en cuenta que la empresa 
adjudicataria anterior para la que venían 
prestando sus servicios había aplicado un 
despido colectivo por causas productivas 
consistentes en la pérdida de la contrata, 
que afectaba a la totalidad de la plantilla 
y que finalizó con acuerdo suscrito con el 
único delegado de personal.  

TRABAJO A DISTANCIA

STS 04/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 56/2023 
No de Resolución: 164/2025   
Ponente: JUAN MOLINS GARCIA-ATANCE 

Resumen: Trabajo a distancia: Se confirma 
la anulación de la cláusula de un acuerdo 
individual de teletrabajo que establece que 
los días en que el trabajador deba acudir al 
centro de trabajo, cuando estaba previsto 
el teletrabajo, no pueden ser sustituidos, 
desplazados ni acumulados; y la cláusula 
que sostiene que el trabajador no incurrirá 
en gasto alguno por el hecho de prestar 
servicios en teletrabajo y que, de incurrir, 
esos gastos se compensan por los ahorros. 
La comunicación de la empresa al teletra-
bajador relativa a que debe incorporarse 
de forma presencial a su puesto de trabajo 
debe hacerse “con la máxima antelación 
posible” pero no se fija un concreto plazo 
de preaviso.
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TUTELA DE DERECHOS 

FUNDAMENTALES

STS 04/03/2025. Ir a texto

No de Recurso: 5218/2022 
No de Resolución: 163/2025
Ponente: CONCEPCION ROSARIO 
URESTE GARCIA 

Resumen: tutela de derechos fundamenta-
les: el proceso de tutela es cauce adecuado 
para la reclamación de los salarios dejados 
de percibir como consecuencia de la vulne-
ración del derecho fundamental a la igual-
dad retributiva que motiva tal declaración. 

Sentencia del Tribunal 

Superior de Justicia de 

Canarias. Rec. 177/2025 

PRESTACIONES INSS- 

IMV-PERSPECTIVA DE 

GÉNERO-PERSPECTIVA DE 

INFANCIA-PERSPECTIVA DE 

DISCAPACIDAD-DERECHOS 

HUMANOS-PLUS DE 

MONOPARENTALIDAD-

FAMILIAS MONOPARENTALES. 

Accede a la Sentencia

La Sentencia de la Sala Canaria, haciendo 
un análisis con perspectiva de género, in-
fancia y de discapacidad, revoca la sen-
tencia de instancia para interpretar que es 
posible considerar la existencia de familiar 
monoparental y el consecuente aumento 
de la prestación en un 20 % para el caso 
de convivencia con más de una persona 
adulta, en casos como en el de autos que 
concurren situaciones de dependencia eco-
nómica de la mujer que sustenta el núcleo 
de convivencia. 

Tribunal 

Superior  

de Justicia
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Juzgado de lo Social nº 15  

de Madrid 

PREVENCIÓN DE RIESGOS 

LABORALES-INDEMNIZACIÓN 

DE DAÑOS Y PERJUCIOS-

PRESCRIPCIÓN- DEBER 

DE PROTECCIÓN DEL 

EMPRESARIO-SEGURIDAD 

E HIGIENE EN EL TRABAJO-

TRABAJADOR CON 

DISCAPACIDAD-ADAPTACIÓN 

DE PUESTO DE TRABAJO

Accede a la Sentencia 

Estima la demanda la juzgadora, por in-
cumplimiento de los deberes de prevención 
de la empresa demandada, desestimando 
la excepción de prescripción interpuesta 
por la misma, y considerando la especial 
responsabilidad de estos deberes de pre-
vención cuando el trabajador esté afec-
tado de una discapacidad, estimando la 
demanda y condenando a la cantidad que 
señala en concepto de indemnización de 
daños y perjuicios. 

Juzgados  

de lo social

Juzgado de lo Social nº2 

Girona. 6 de febrero de 2024

PRESTACIONES DE 

SEGURIDAD SOCIAL-

INCAPACIDAD PERMANENTE 

ABSOLUTA- DISCAPACIDAD-

ESQUIZOFRENIA 

PARANOIDE- PARO 

INVOLUNTARIO-DOCTRINA 

HUMANIZADORA.

Accede a la Sentencia

Estima la juzgadora la demanda presen-
tada, considerando que el demandante se 
encuentra afectado de un diagnóstico clí-
nico susceptible de y posibilitarle para todo 
tipo de trabajo. En relación con el cumpli-
miento del periodo de cotización exigido 
para el devengo de la prestación, aplicando 
una interpretación humanizadora, flexible y 
humanizadora de los requisitos para obte-
ner la prestación, considera evitando “rigi-
deces que en ocasiones desnaturalizarían 
el propio espíritu protector de la Seguridad 
Social”, estimando que el paro involuntario 
debido a la enfermedad que padecía y que 
finalmente le causó su situación. De IPA, 
debe considerarse como un paréntesis de 
cara a considerar el cumplimiento de pe-
riodo de carencia específica.

Juzgado de lo Social nº2  

de Girona. 19 de julio de 2024

PENSIÓN DE VIUDEDAD-

PAREJA DE HECHO-CONTROL 

DE CONVENCIONALIDAD-

DERECHOS HUMANOS-

DOCTRINA TEDH- STEDH 

DOMENECH ARADILLA 

E INOCENCIA V. 
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DERECHO A LA PROTECCIÓN 

DE DATOS PERSONALES

STJUE 13/03/2025. Ir a texto

« Procedimiento prejudicial — Protección 
de las personas físicas en lo que respecta 
al tratamiento de datos personales — Re-
glamento (UE) 2016/679 — Artículo 5, apar-
tado 1, letra d) — Principio de exactitud 
— Artículo 16 — Derecho de rectificación 
— Artículo 23 — Limitaciones — Datos re-
lativos al sexo — Datos inexactos desde su 
inscripción en un registro público — Medios 
de prueba — Práctica administrativa con-
sistente en solicitar la prueba de haberse 
sometido a una cirugía de cambio de sexo »

En el asunto C‑247/23 [Deldits], (i) que tiene 
por objeto una petición de decisión preju-
dicial planteada, con arreglo al artículo 267 
TFUE, por el Fővárosi Törvényszék (Tribunal 
General de la Capital, Hungría), mediante 
resolución de 29 de marzo de 2023, reci-
bida en el Tribunal de Justicia el 18 de abril 
de 2023, en el procedimiento entre VP y 
Országos Idegenrendészeti Főigazgatóság.

El Tribunal de Justicia (Sala Primera) declara:

1.	El artículo 16 del Reglamento (UE) 
2016/679 del Parlamento Europeo y del 
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo 
a la protección de las personas físicas 
en lo que respecta al tratamiento de da-
tos personales y a la libre circulación de 

Tribunal 

de Justicia 

de la Unión 

Europea

ESPAÑA-PROTOCOLO 

1º DE 1952-IGUALDAD 

Y NO DISCRIMINACIÓN-

PERSPECTIVA DE GÉNERO-

INTERESES MORATORIOS

Accede a la Sentencia

En un largo y tortuoso proceso, cuyo ob-
jeto fue la reclamación de una pensión 
de viudedad por una mujer, tras el falleci-
miento de su pareja de hecho (hombre), la 
sentencia de la juzgadora reconoce la pres-
tación e impone los intereses moratorios 
por cumplimiento tardío. La demandante, 
tras serle denegada pensión de viudedad 
en el año 2014, le fue desestimada la de-
manda en instancia por el Juzgado Social 
2 de Girona el 20 de enero de 2016, tras 
ello, fue recurrida en suplicación, casación 
y amparo con resultado siempre desesti-
matorio. Tras ello la demandante acudió al 
TEDH que en Sentencia de 19 de enero de 
2023 reconoció su derecho al estimar que 
debó aplicarse la legislación y requisitos 
vigentes tras la STC del año 2014 que de-
claraba la inconstitucionalidad del art 175 
LGSS. Tras ser rescindidas las sentencias 
de instancia, suplicación y el auto de in-
admisión del TS por el TS en Sentencia 
de 3 de abril de 2024 (STS 525/2024), la 
juzgadora reexamina la cuestión realizando 
una interpretación con perspectiva de gé-
nero que pone en evidencia la desigualdad 
existente en materia de pensiones.
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estos datos y por el que se deroga la Di-
rectiva 95/46/CE (Reglamento general de 
protección de datos),debe interpretarse 
en el sentido de que impone a una auto-
ridad nacional encargada de la llevanza 
de un registro público el deber de rectifi-
car datos personales relativos al sexo de 
una persona física cuando esos datos no 
sean exactos, en el sentido del artículo 5, 
apartado 1, letra d), de ese Reglamento.

2.	El artículo 16 del Reglamento 2016/679 
debe interpretarse en el sentido de que, 
para ejercitar el derecho de rectificación 
de los datos personales relativos al sexo 
de una persona física contenidos en un 
registro público, esta persona puede es-
tar obligada a aportar las pruebas per-
tinentes y suficientes que le puedan ser 
razonablemente exigidas para demos-
trar la inexactitud de dichos datos. No 
obstante, un Estado miembro no puede 
en ningún caso supeditar, mediante una 
práctica administrativa, el ejercicio de 
ese derecho a la aportación de la prueba 
de haberse sometido a una cirugía de 
cambio de sexo.

STJUE 27/02/2025. Ir a texto

« Procedimiento prejudicial — Protección 
de datos personales — Reglamento (UE) 
2016/679 — Artículo 15, apartado 1, letra 
h) — Decisiones automatizadas, incluida 
la elaboración de perfiles — “Scoring” — 
Apreciación de la solvencia de una persona 
física — Acceso a la información significa-
tiva sobre la lógica aplicada a la elaboración 
de perfiles — Verificación de la exactitud de 
la información facilitada — Directiva (UE) 
2016/943 — Artículo 2, punto 1 — Secreto 
comercial — Datos personales de terceros»

En el asunto C‑203/22, que tiene por objeto 
una petición de decisión prejudicial plan-
teada, con arreglo al artículo 267 TFUE, 
por el Verwaltungsgericht Wien (Tribunal 

Regional de lo Contencioso-Administrativo 
de Viena, Austria), mediante resolución de 
11 de febrero de 2022, recibida en el Tri-
bunal de Justicia el 16 de marzo de 2022, 
en el procedimiento entre CK y Magistrat 
der Stadt Wien, el Tribunal de Justicia (Sala 
Primera) declara:

1.	El artículo 15, apartado 1, letra h), del Re-
glamento (UE) 2016/679 del Parlamento 
Europeo y del Consejo, de 27 de abril 
de 2016, relativo a la protección de las 
personas físicas en lo que respecta al 
tratamiento de datos personales y a la 
libre circulación de estos datos y por el 
que se deroga la Directiva 95/46/CE (Re-
glamento general de protección de da-
tos), debe interpretarse en el sentido de 
que, en caso de que se adopte una de-
cisión automatizada, incluida la elabora-
ción de perfiles, en el sentido del artículo 
22, apartado 1, de dicho Reglamento, el 
interesado puede exigir al responsable 
del tratamiento, como «información sig-
nificativa sobre la lógica aplicada», que 
este le explique, mediante información 
pertinente y en forma concisa, trans-
parente, inteligible y de fácil acceso, el 
procedimiento y los principios aplicados 
concretamente para explotar, de forma 
automatizada, los datos personales rela-
tivos al interesado con el fin de obtener 
un resultado determinado, como un perfil 
de solvencia.

2.	El artículo 15, apartado 1, letra h), del Re-
glamento 2016/679 debe interpretarse en 
el sentido de que, en el supuesto de que 
el responsable del tratamiento considere 
que la información que ha de facilitarse 
al interesado con arreglo a esa dispo-
sición incluye datos de terceros prote-
gidos por dicho Reglamento o secretos 
comerciales, en el sentido del artículo 2, 
punto 1, de la Directiva (UE) 2016/943 
del Parlamento Europeo y del Consejo, 
de 8 de junio de 2016, relativa a la pro-
tección de los conocimientos técnicos 
y la información empresarial no divul-
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de un tribunal nacional, como la sala de 
gobierno de este, puede tomar la deci-
sión de apartar a un juez de dicho tri-
bunal de parte o de la totalidad de los 
asuntos que tiene atribuidos, sin que esa 
normativa contemple los criterios que 
debe seguir al adoptar dicha decisión e 
imponga la obligación de motivarla.

2.	El artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo 
segundo, y el principio de primacía del 
Derecho de la Unión deben interpretarse 
en el sentido de que obligan a un órgano 
jurisdiccional nacional a dejar inaplica-
dos una resolución de la sala de go-
bierno de dicho tribunal que aparta a un 
juez de dicho tribunal de los asuntos que 
tiene atribuidos y otros actos subsiguien-
tes, como las decisiones de reatribución 
de dichos asuntos, cuando esa resolu-
ción se haya adoptado en violación del 
artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo se-
gundo. Los órganos judiciales compe-
tentes en materia de determinación y de 
modificación de la composición de esa 
formación jurisdiccional deben dejar sin 
aplicar tal resolución.

STJUE 27/02/2025. Ir a texto

« Procedimiento prejudicial — Artículo 19 
TUE, apartado 1, párrafo segundo — Tutela 
judicial efectiva — Normas nacionales rela-
tivas al método de reparto de los asuntos 
entre los jueces de un órgano jurisdiccional 
— Reparto de los asuntos por el respon-
sable administrativo de un órgano jurisdic-
cional — Facultad del juez designado para 
verificar la regularidad de la atribución »

En el asunto C‑16/24 [Sinalov] (i), que tiene 
por objeto una petición de decisión preju-
dicial planteada, con arreglo al artículo 267 
TFUE, por la Sala Decimosexta de la Sec-
ción de lo Penal del Sofiyski gradski sad 
(Tribunal de la Ciudad de Sofia, Bulgaria), 
mediante resolución de 11 de enero de 

gados (secretos comerciales) contra su 
obtención, utilización y revelación ilíci-
tas, ese responsable debe comunicar tal 
información supuestamente protegida a 
la autoridad de control o al órgano juris-
diccional competente, a los que corres-
ponde ponderar los derechos e intereses 
en cuestión a efectos de determinar el 
alcance del derecho de acceso del in-
teresado previsto en el artículo 15 del 
citado Reglamento.

TUTELA JUDICIAL EFECTIVA

STJUE 06/03/2025. Ir a texto

Procedimiento prejudicial — Estado de De-
recho — Artículo 19 TUE, apartado 1, pá-
rrafo segundo — Principio de inamovilidad 
e independencia judicial — Resolución de 
la sala de gobierno de un tribunal por la que 
se aparta a un juez de todos los asuntos 
que tiene atribuidos — Inexistencia de cri-
terios objetivos para adoptar esa resolución 
— Inexistencia de obligación de motivación 
de tal resolución — Primacía del Derecho 
de la Unión — Obligación de dejar inapli-
cada dicha resolución »

En los asuntos acumulados C‑647/21 y 
C‑648/21, que tienen por objeto sendas pe-
ticiones de decisión prejudicial planteadas, 
con arreglo al artículo 267 TFUE, por el Sąd 
Okręgowy w Słupsku (Tribunal Regional de 
Slupsk, Polonia), mediante resoluciones de 
20 de octubre de 2021, recibidas en el Tri-
bunal de Justicia el 25 de octubre de 2021, 
en los procesos penales seguidos contra D. 
K. (C‑647/21), M. C., M. F. (C‑648/21), con 
intervención de: Prokuratura Rejonowa w 
Bytowie, Prokuratura Okręgowa w Łomży, 
El Tribunal de Justicia (Sala Quinta) declara:

1.	El artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo 
segundo, debe interpretarse en el sen-
tido de que se opone a una normativa 
nacional en virtud de la cual un órgano 
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2024, recibida en el Tribunal de Justicia el 
11 de enero de 2024, en el procedimiento 
penal seguido contra YR y otros, con inter-
vención de: Sofiyska gradska prokuratura, 
el Tribunal de Justicia (Sala Octava) declara:

El artículo 19 TUE, apartado 1, párrafo 
segundo, en relación con el artículo 47 
de la Carta de los Derechos Fundamen-
tales de la Unión Europea, debe inter-
pretarse en el sentido de que, cuando un 
Estado miembro ha establecido un sis-
tema de reparto de asuntos en el seno de 
los órganos jurisdiccionales que se basa 
en el principio de elección aleatoria de la 
formación del órgano jurisdiccional, con 
determinadas excepciones, y que está 
sujeto a la intervención del responsable 
administrativo de cada órgano jurisdic-
cional, no se opone a que, cuando un 
juez al que se ha atribuido un asunto al-
bergue dudas en cuanto a la regularidad 
de dicha atribución, se le impida pronun-
ciarse sobre esta cuestión y, en su caso, 
remitir el asunto a otro juez del mismo 
órgano jurisdiccional por considerar que 
el asunto debería haberle sido atribuido 
a este último, debiendo devolver ese 
primer juez el asunto en cuestión al res-
ponsable administrativo de dicho órgano 
jurisdiccional, para que este último verifi-
que la regularidad de la atribución inicial 
de ese asunto y proceda, en su caso, a 
atribuirlo de nuevo. La regularidad de la 
atribución efectuada por tal responsable 
debe poder ser objeto de un control ju-
risdiccional con arreglo a las normas del 
Derecho nacional.

STEDH 27/02/2025 . Caso 

Salay c. Eslovaquia. Ir a texto

Artículo 14 (+ Artículo 2 P1) • Discriminación • 
Derecho a la educación • Trato discriminato-
rio de un alumno romaní por su colocación en 
una clase especial para niños con discapa-
cidades intelectuales leves • Peligro de que 
las pruebas diagnósticas, utilizadas para de-
terminar la capacidad intelectual del deman-
dante, estuvieran sesgadas culturalmente • 
Matriculación en clases especiales de facto 
permanente sin reevaluaciones sistemáticas 
para valorar cualquier evolución que pudiera 
justificar el traslado de un alumno de nuevo 
a la educación general • En determinadas 
circunstancias, el carácter permanente de la 
matriculación del demandante en una clase 
especial se confirmó en la práctica • La esco-
larización del demandante en una clase espe-
cial no estuvo acompañada de salvaguardas 
adecuadas para asegurar la consideración de 
las necesidades especiales de los alumnos 
romaníes como miembros de una clase des-
favorecida • La colocación en una clase de 
ese tipo, con un plan de estudios más bá-
sico que las clases generales, dio lugar a una 
educación que no ofrecía garantías derivadas 
de la obligación positiva del Estado de des-
hacer una historia de segregación racial en 
la educación especial • La legislación nacio-
nal aplicada en el momento material tuvo un 
efecto desproporcionadamente perjudicial en 
la comunidad romaní • El Estado no demos-
tró, en un caso prima facie de discriminación, 
el despliegue de las garantías necesarias para 
evitar diagnósticos erróneos y la colocación 
inadecuada de los alumnos gitanos.

Tribunal 

Europeo  

de Derechos 

Humanos
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Organización 

Internacional  

del Trabajo

Mujeres y trabajo: reflexiones clave en el mes de la mujer. Ir a texto

OIT NEWS

Accede a todas nuestros números a través de la web
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Administración  

de Trabajo y 

Seguridad Social

MINISTERIO EMPLEO  

Y SEGURIDAD SOCIAL

Indicadores de actividad del sector  
servicios. Ir a texto

Indicadores de actividad del sector  
servicios. Ponderaciones. Ir a texto

Índice de Cifras de Negocios en la  
Industria. Ir a texto

Índice de Garantía de la Competitividad. 
Ir a texto

Estimación del número de defunciones 
semanales. Semana 9 del 2025. Ir a texto

Estimación Mensual de Nacimientos. 
Enero 2025. Ir a texto

Estimación del número de defunciones 
mensuales. Enero 2025. Ir a texto

Estadística del padrón de españoles  
residentes en el extranjero. Uno de enero 
de 2025. Ir a texto

Encuesta Trimestral de Coste Laboral.  
Ir a texto

Índice de Precios del Sector Servicios.  
Ir a texto

Índice de Precios del Sector Servicios. 
Medias anuales. Ir a texto

Índice de Precios de Consumo. Ir a texto

Índice de Referencia de Arrendamientos 
de Vivienda. Ir a texto

Índices de Precios de Consumo  
Armonizado. Ir a texto

Índices de Comercio al por menor.  
Enero 2025. Ir a texto

Índices de Comercio al por menor.  
Ponderaciones. Año 2025. Ir a texto

Estadística de Transporte de Viajeros. 
Enero 2025. Ir a texto

Sociedades Mercantiles Mensual.  
Enero 2025. Ir a texto

Índice de Coste Laboral Armonizado.  
Ir a texto

Índice de Precios de Vivienda. Ir a texto

Índice de Producción Industrial. Ir a texto

Estadística sobre Ejecuciones  
Hipotecarias. Anual. Ir a texto

CALENDARIO ESTADÍSTICO
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El Conde de 

Montecristo

(2024, 178 min.)

Dirección: 
Matthieu Delaporte,  
Alexandre de La Patelliére

Guion adaptado: 
Matthieu Delaporte,  
Alexandre de La Patelliére

Novela: 
Alejandro Dumas

Producción: 
Chapter 2, Fargo Films, Pathé, M6 Films

Disponible en Movistar.

Terminamos las casi tres horas de metraje 
con la sensación de que apenas nos aca-
bamos de sentar frente a la televisión. Dela-
porte y De La Pantelliére revisitan el clásico 
de Dumas para ofrecer un producto seduc-
tor a los espectadores del siglo XXI, lleno de 
buen gusto, con espectaculares escenarios 
naturales, interiores majestuosos y precio-
sistas (qué maravilloso patio oriental el de 
Dantés), efectos especiales de gran presu-
puesto e incluso un guiño a Indiana Jones. 

Los jóvenes de todas las edades disfruta-
rán de este drama de aventuras que gira 
en torno a Edmond Dantes y su historia de 
amor, celos, conspiración y venganza con la 
pirotecnia y el lenguaje visual de los grandes 
superhéroes. No en vano, esta película es el 
mayor éxito del cine francés de la temporada 
pasada, con 6 millones de espectadores.
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El rincón de la 

conTraCultura

CULTURA Y TRABAJO

Silvia Ayestarán y AG Stakanov



Detrás de este éxito se encuentra la pro-
ductora Pathé, auténtico patrimonio cultu-
ral, fundada en 1897 por los hermanos del 
mismo nombre que, en 1911 adquirieron los 
derechos de las películas de George Méliès 
para su distribución. En la actualidad Pathé 
se dedica, entre otras cosas, a revisitar los 
clásicos de Alejando Dumas (Los tres mos-
queteros: D’Ártagnan; Los tres mosquete-
ros: Milady, ambas de 2023) y el año que 
viene estrenará un biopic sobre el padre del 
novelista: Dumas. Black Devil.

Desde esta sección queremos destacar 
la reivindicación que hace Francia de su 
legado literario. Merecería una tesis ave-
riguar por qué España, con una herencia 
novelesca de calidad no inferior, renuncia 
a una apuesta paralela. ¿Qué ha sucedido 
para que la mejor política cinematográfica 
española fuera la de aquella UCD de 1979, 

que destinó 1.300 millones de pesetas a proyectos cinematográficos que propusieran 
adaptar grandes obras de nuestra literatura?

Más que una tesis quizás mereciera una investigación policial averiguar los oscuros fines 
de esta política de “cancelación”, que nuestra política en materia cinematográfica practica 
desde hace un tiempo sobre homólogos a Dumas, como podría ser el ejemplo de Baroja. 
Justo a propósito de este último se recrea Manuel Hidalgo en su artículo “Ni en el cine 
ni la tele quieren a Baroja”, contraponiendo ese olvido con la devoción que otros países 
europeos muestran hacia sus Jane Austen, Dickens o Balzac. Obvio es que en España no 
existe una directriz cultural que lleve a potenciar y difundir, nacional e internacionalmente, 
el patrimonio literario mediante el cine.

Continúa Hidalgo subrayando el oprobio que supone para la democracia el que durante el 
franquismo -y nunca después- el cine español produjera películas como Las inquietudes 
de Shanti Andia (1947), Zalacaín el aventurero (1955) La busca (1966). Otra brecha en la 
vergüenza patria era comentaba por el productor Enrique Cerezo, cuando señalaba que 
“tenemos en nuestra historia afortunadamente miles y miles de personajes de la talla de 
Blas de Lezo que, fíjate tú, si lo pillasen los americanos”. Por cierto, que Cerezo venía 
preparando una serie de 4 capítulos para TVE sobre el oficial guipuzcoano cuando saltó 
la polémica en 2019, al pedir Vox que la vida del héroe del siglo XVIII pasara a la gran 

El rincón de la 
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Blues/Rock/Soul. Los tres colores básicos…

Roy Orbison

“Ultimate collection”  
(Monument, 2016, Rock Crooner)

Orbison, el gran crooner del rock era prácti-
camente desconocido en España hasta que 
a algún alma caritativa se le ocurrió rendirle 
homenaje póstumo titulando con uno de 
sus grandes éxitos la película más vista en 
las sobremesas, en reñida competencia 
con Lo que el viento se llevó o el inolvi-
dable Príncipe de Zamunda. Enorme éxito 
éste que ha evitado la cancelación pade-
cida por el drama de la Señorita Escarlata, 
pese a desfilar por ella un número parecido 

de afroamericanos (y hasta africanos) esclavizados. Quizá ello se deba a que la carcundia 
woke, con pujos de intelectualidad de baratillo, no se atreve a decir que la ha visto (¡y 
claro que la han visto!). Y qué buena película es, válgame el cielo. Lo que me pude reír.

Vayamos a lo nuestro. Los aficionados a la música con pretensiones, que desprecian 
el pop como descriptor aprovechable y se lanzan hacia ese “pop gafapasta” que es la 

El rincón de la 

conTraCultura MÚSICA

pantalla y el guionista Borja Cobeaga respondiera en redes que no lo hacían porque “no 
nos da la puta gana”. No sé si el bueno de Cobeaga responde en nombre de algún sindi-
cato de directores “políticamente correctos” o simplemente emplea el plural mayestático, 
que nada es descartable. En cualquier caso, estoy seguro de que nadie habría pensado 
en él de no tratarse de recrear personajes con la gloria del Botones sacarino o afrontar 
un biopic definitivo para Tamara/Yurena/Ambar o el Bigote Arrocet.

Resulta intensa la sensación de que se continúa trabajando, de forma soterrada, en man-
tener viva la leyenda negra. No interesa mostrar al pueblo español episodios heróicos, 
solidarios, ilustres o compasivos. Por eso, precisamente, se agradece más que nunca el 
esfuerzo de los escasos productores, directores y guionistas que, quizás por encontrarse 
ya consagrados y no necesitar, como el infeliz de Cobeaga, de cosechar el aplauso barato, 
trabajan en películas que reivindican nuestra historia y cultura. Y con éxito de taquilla, por 
cierto. Así esperamos el ansiado estreno para este otoño de la película El cautivo, de Ale-
jandro Amenábar, que narra la época en Argel del escritor más leído de todos los tiempos.
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El rincón de la 
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…y sus Derivados (combinaciones, 

permutaciones y perversiones).

Björk

“Vespertine”  
(One Little indian, 2001, Electrónica)

Björk ya arrastraba en 1993 una carrera so-
bresaliente como artista, habiendo derivado 
desde el inevitable momento punk de su 
infancia (empieza con 14) hasta la música 
alternativa, alcanzando éxito relativo con la 
banda Sugarcubes, y todo eso desde Islan-
dia. Tras la disolución de aquellos terrones 
de azúcar, nuestra protagonista decide es-
tablecerse ya en Londres, para reiniciar una 
actividad ya en solitario.

Los primeros 90 son años en los que se entabla el diálogo entre el Grunge y el Brit pop, pero 
también, a la sombra de esa discusión a gritos, brotan escenas que combinan nuevos sonidos 

música alternativa mainstream (la industria es capaz de fabricar mierda adecuada al 
gusto de cada consumidor), podrían acabar torciendo el gesto ante este noble elemento 
de la escena norteamericana, cuya carrera se vio truncada a los 52 años a causa de un 
ataque al corazón. La culpa de ese “desprestigio intelectual” la tienen Richard Gere y 
Julia Roberts y, principalmente, la extraordinaria dimensión que alcanzó la banda sonora 
de su archiconocido encuentro. A propósito, las estructurales condiciones en las que se 
produce aquél justificarían el auto de fe y subsiguiente churrasco, pero con el bueno de 
Richard Gere bien que merece hacer una excepción. La carne es tan débil…

Nuestro público, mucho más autorizado, y dotado de un elevado criterio que le hace des-
confiar por naturaleza de aquello que se ofrece como exclusivo y minoritario (lo verdadera-
mente exclusivo y minoritario no se vende, porque no tiene precio), sabrá apreciar el rango 
vocal del viejo Orbison, capaz de transitar por encima del do agudo (el Caruso del rock), 
en tesitura propia de flauta, lo que le permitía incorporar a números rock una sensibilidad y 
dramatismo exclusivos (Drove all night, Crying, In dreams…). El LP que aquí os presentamos 
incorpora una muestra total de sus grandes éxitos. A ver si con su escucha conseguimos 
reclasificar a este grandioso intérprete en categorías dignas de mayor respeto.
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Jazz/Experimental

SMV (Clarke,  

Miller y Wooten)

“Thunder”  
(Heads up int., 2008, Jazz)

El bajo eléctrico es un instrumento crucial 
para la música moderna contemporánea 
y, en alguna medida, también para el jazz, 
gracias a la escena que amalgamó este 
género con el rock, en los años 70, a raíz 
del Bitches brew de Miles Davis y toda su 
bastarda descendencia. El propio maestro 
habría incluido este instrumento dentro de 
sus formaciones a partir de ese disco, a la 

búsqueda de un público más general y escenarios más amplios a la par que lucrativos.

A pesar de que el instrumento no alcance la notoriedad popular de otros -guitarra solista, 
batería o teclado-, su modo de participación en cada tema es capaz de ofrecer muchísima 
información en relación con el estilo, algo que no siempre consiguen los anteriores. Y es 
natural que dichos matices pasen desapercibidos para el oído ineducado, pero cualquier 
oyente los echaría de menos si se eliminaran.

Este LP de 2008 reúne a los tres intérpretes más aclamados de los últimos 40 años, conoci-
dos por sus trabajos dentro del jazz o la fusión, y que unen fuerzas con la intención de romper 
el techo de cristal de esos 60/90 Hz donde habitualmente se confina a este instrumento.

El rincón de la 

conTraCultura MÚSICA

y aventuras tecnológicas, algo tributarias del sonido house que había invadido la segunda 
mitad de los años 80 y que acabará desembocando en el trip hop de los 90. Björk, con su 
estilo y a su manera abrió hueco a su pequeña anatomía dentro de estos géneros menos 
concurridos, hasta forjar con sus creaciones y puestas en escena una expresión inimitable.

Quienes conozcan ya el personaje es posible que prefieran el LP Debut, con el que la 
artista abre su etapa en solitario y en que se aprecia un cierto abuso en el empleo de re-
tales característicos de la escena dance (Big time sensuality, Violently happy, One Day…). 
Precisamente por eso hemos creído oportuno atraer este Vespertine, lanzado ya en el 
nuevo milenio, y en el que la compositora llegó por fin a edificar un sonido propio, dotado 
de la personalidad necesaria para rodear a su inconfundible voz. 
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